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			SINOPSIS 




			 




			El pronunciamiento de julio de 1936 y la guerra civil no fueron inevitables. La República pudo prevenir el golpe de estado y desarticular la conspiración que había ido tejiéndose durante años. Ángel Viñas desvela cómo los servicios de defensa interior y exterior detectaron los riesgos y amenazas de involución, pero también cómo los gobiernos de Azaña y Casares Quiroga desoyeron el ruido de sables contra la democracia. Ello permitió que permanecieran en el corazón mismo de los mecanismos de defensa republicanos elementos de la clandestina Unión Militar Española (UME), partícipes de la confabulación monárquica. Gracias a documentación procedente de una docena de archivos españoles, franceses, ingleses, italianos y belgas, este nuevo libro reconstruye tanto las maquinaciones de los futuros sublevados como, y sobre todo, el fracaso gubernamental a la hora de decapitar una conjura amparada por la Italia fascista. 




			

	 


	 	

	 

   




			Ángel Viñas 


            

            




			 




			EL GRAN ERROR 




			DE LA REPÚBLICA 




			 




			ENTRE EL RUIDO DE SABLES 




			Y LA INEFICACIA DEL GOBIERNO 
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			A Helen, Laura y Daniel. 




			 




			There is hope after despair,  




			And many suns after darkness. 




			 




			In memoriam 




			 




			A mis padres, Arturo y Eugenia, 




			que vivieron aquellos tiempos. 




			 




			A José Aldomar Poveda 




			Julio Aróstegui, 




			Gabriel Cardona, 




			Gabriel Jackson, 




			Herbert R. Southworth, 




			Manuel Tuñón de Lara, 




			Miguel Ull Laita 




			y Cecilio Yusta Viñas, 




			por siempre en mi recuerdo. 




			

	 


	 	

	 

   




			Ce qui se conçoit bien s’énonce clairement. 




			Boileau 




			 




			La sabiduría no es sino guiarse por la razón; 




			 la estulticia, dejarse llevar por el arbitrio de las pasiones. 




			Erasmo 




			 




			Tout passe, sauf le passé. 




			Luc Huyse 




			 




			History is a process. The past and present 




			are always in dialogue. There can hardly 




			be history without revisionism.  




			Hilary Mantel 




			 




			Sarcasm is the lowest form of wit, 




			but the highest form of intelligence. 




			Oscar Wilde 




			

	 


	 	

	 

   




			Prólogo 




			 




			En la historiografía académica es un lugar común afirmar que el golpe de 1936 se veía venir. En la no académica, se añade incluso que se trató de un proceso inevitable. La situación política, social y de orden público de España no admitía otra salida. Esta, aparentemente, extraordinaria coincidencia oculta una pregunta fundamental, que es la que subyace a esta obra. ¿Por qué el Gobierno no paró un golpe del que todo el mundo hablaba? Para responderla he escrito el presente libro en tiempos de coronavirus. Como pertenezco al grupo de personas de alto riesgo, no he podido consultar, o seguir consultando, como quisiera todos los archivos necesarios. Por consiguiente, a pesar de su extensión, debe considerarse en algunos aspectos como una aproximación susceptible de mejora con el acceso a una gama más amplia de documentación primaria. 




			En la primavera de 2019 publiqué ¿Quién quiso la guerra civil? Historia de una conspiración. Fue un éxito rotundo. En poco más de un año se agotaron ocho ediciones. En él argumenté que quienes la quisieron fueron los conspiradores monárquicos, liderados por José Calvo Sotelo, auxiliado, entre otros, por Antonio Goicoechea y Pedro Sainz Rodríguez. Su conspiración la desarrollaron a partir de 1932 con la ayuda de Mussolini y el dinero fascista hasta que, en octubre de 1935, dieron un salto cualitativo. Prometieron al Duce que si las izquierdas llegaban al poder incluso por medio de elecciones (lo que ocurrió en febrero de 1936) ellos se sublevarían. Llevaban tiempo azuzando al Ejército a través de la Unión Militar Española (UME), que contribuyeron a poner en pie.1 También indiqué que el éxito de la conspiración dependió del juego combinado de ciertas condiciones, unas necesarias y otras suficientes. Entre estas últimas destaqué una de las más importantes: que el Gobierno republicano no descabezara o decapitara las maniobras subterráneas que los conspiradores habían puesto en marcha. Ahora trato de avanzar en este último tipo de condiciones. 




			Después de tantos años y de tantos trabajos sobre el 18 de julio y sus consecuencias, en medio de las batallas por la historia y de las guerrillas o guerrillitas por el significado del pasado que han tenido lugar en España durante los últimos dos decenios, se me había ocurrido pensar en una posibilidad. La de que llevaría a algún alzamiento de escudos la demostración documental de que el golpe militar tuvo esencialmente una inspiración y una preparación de carácter monárquico, militar y fascista. En el bien entendido que, en puridad, el orden cronológico induce a poner el último adjetivo en segundo lugar. No en vano la constatación documental de esta triple caracterización representa un torpedo fundamental contra la línea de flotación de una historiografía centrada, de manera casi exclusiva, en lo militar, con lo civil en papel secundario y el carácter fascista olvidado con sumo esmero. Tal historiografía es, en el fondo, una mitología que, con escasas revisiones sustanciales, se ha mantenido hasta el momento en la literatura más o menos proclive a los vencedores. En ella incluyo los desmadejados intentos de defenderla por parte de algún prestigioso historiador norteamericano cuyo nombre no es el momento de recordar. 




			Me dejó algo perplejo que tampoco generase ninguna reacción mi acusación contra Franco de haber mentido como un bellaco en la primera historia, oficialísima, de los antecedentes de la sedicente «guerra de liberación» y, en particular, en lo que se refería a su papel en ellos. Análoga consideración podría hacerse con respecto a la posición de la prensa monárquica de la época, v. g. el venerable diario ABC, que sirvió de multiplicador de muchas de las tesis que los golpistas civiles y la UME propagaban fuera y dentro de los cuarteles. Siempre en coordinación con la dinámica destinada a allanar la rebelión. Last but not least, que pusiera en entredicho la significación, siempre cuidadosamente ocultada, que atribuí al «sacrificio» del «protomártir» del «Alzamiento», tras plantear su conexión permanente con los sumos dirigentes de la Italia fascista y los militares levantiscos. 




			Fui consciente de haber dejado bastantes cosas en el tintero (o sea, en el ordenador), pero, tras un accidente desgraciado ocurrido a nuestro terrier galés, Óscar, quedé libre para seguir buscando en archivos. Mientras vivió, siempre me encontré con limitaciones de viajes que soporté con agrado. No puedo emular a Pablo Neruda, que escribió un poema en recuerdo de sus perros. Sí puedo, al menos, dejar constancia del inmenso dolor que causó a toda la familia no continuar disfrutando de momentos análogos con los que había endulzado nuestra vida a lo largo de, exactamente, trece años. 




			Sobre los años de paz de la República se han escrito varios millares de obras. Muchas son excelentes y escritas por amigos míos o por historiadores a los que respeto profundamente. Entre ellos he de destacar aquí las aportaciones de Rafael Cruz y de Eduardo González Calleja, porque han sido quienes más de cerca han rozado el tema de esta obra. 




			Si ahora doy un pasito adicional hacia adelante es porque la problematización historiográfica de una veta del pasado (que es, por definición, inconmensurable) depende esencialmente de tres factores. En primer lugar, de la curiosidad del investigador. En mi caso, sin falsa modestia, puedo decir que no me falta y que he tratado de satisfacerla de la mejor manera que he podido a lo largo de los últimos veinte años, aunque ya había empezado a hacerlo antes de que falleciera Franco. En segundo lugar, de la capacidad no tanto de acumular datos y hechos sino, remedando uno de los dichos de Albert Einstein, en el sentido de utilizar la mente con fines analíticos para situar cuestiones dentro de marcos teóricos más o menos innovadores, lo cual amplía o abre perspectivas. Aparte del desafío de forma sólida a interpretaciones extendidas, asentadas y comúnmente aceptadas, como por desgracia son todavía muchas de las profranquistas. Y, last but not least, de la localización de nueva EPRE (evidencia primaria relevante de época) o expansión de la ya conocida. Algo que puede lograrse o no, dependiendo del caso en concreto. 




			Desde estas primeras páginas el trabajo que ahora presento refuerza todas mis afirmaciones sobre el apoyo fascista que se inyectó desde fecha muy temprana en la conspiración. La decisión de Mussolini el 1.º de julio de 1936 de intervenir militarmente en España la inserto en esta obra en una línea de pensamiento del Duce y de sus más allegados seguidores que combinó tres factores: el imperialista, el antifrancés y el ideológico. Todos han sido objeto de largas discusiones en la historiografía, en particular la extranjera. En este libro incluyo referencias a trabajos todavía no recepcionados en la española para demostrarlo de manera más convincente. España tuvo el dudoso privilegio de ser el primer país europeo sobre el cual se ejecutó una política fascista en pos de la ruptura del statu quo en los comienzos de la aproximación estratégica de Mussolini con el Tercer Reich. Pero lo hizo por invitación: Calvo Sotelo, Goiecoechea, Sainz Rodríguez, entre los civiles, y Sanjurjo, Franco y Mola, entre los militares, fueron los mayores responsables del mayor número de víctimas españolas que registra la historia de España. 




			El núcleo del presente trabajo se concentra, pues, en los antecedentes de la «placidez» mostrada por los gobiernos republicanos en la primavera de 1936 al no adoptar las medidas precautorias necesarias para decapitar con eficacia la conspiración. Demuestro con nueva EPRE que, en contra de lo que en general se afirma en la historiografía, los gobiernos de la República habían balizado perfectamente la marcha y evolución de la UME desde sus primeros momentos para subvertir al Ejército. Rindo homenaje a las figuras conocidas y no conocidas que abogaron por tomar medidas adecuadas. No se hizo demasiado o no lo suficiente. En numerosos libros de memorias se evacuaron responsabilidades. El seguimiento gubernamental, ya canalizado y encauzado en los años precedentes, se diluyó en aquella primavera tan estudiada y, a pesar de todo, tan distorsionada. 




			En obras anteriores, y no solo en la precedente, siempre expresé críticas a las autoridades republicanas por no haber atendido adecuadamente al problema más serio y más acuciante que existía en aquella primavera: el peligro de levantamiento de un sector del Ejército. Ahora lo explico en la medida de lo posible en función, en parte, de una mala orientación y de una defectuosa identificación del adversario. Fallos capitales en una guerra y también cuando de lo que se trataba era de evitarla. 




			Este libro documenta desde sus primeros capítulos la aparición y desarrollo del aparato de vigilancia que existió a caballo entre la DGS, el Ejército de Tierra y la Armada, pero en particular en los dos primeros, sobre actividades extremistas. Destacan las actuaciones todavía poco iluminadas de la denominada Oficina de Información y Enlace (OIE), en Gobernación, y de la Sección Servicio Especial (SSE), que dependía directamente del jefe del Estado Mayor Central en el Ministerio de la Guerra. Reconozco no haber prestado una atención especial al caso de la Marina, pero para mi argumentación no me parece que fue demasiado significativa. El volumen más denso que he localizado refleja el seguimiento de las observaciones realizadas por medio de redes internas a la institución militar y, en ocasiones, externas a la misma. Por lo demás, otra parte abordó también las modestas actividades de inteligencia exterior, sobre las cuales la EPRE hasta ahora existente es bastante reducida. 




			El resultado es que, de una forma u otra, se recopilaba información desde los soldados y suboficiales en filas hasta los oficiales, jefes y generales. Se emitían informes sobre manejos socialistas, anarquistas y comunistas, pero en su momento también sobre la UME y Falange. He de destacar que para el período más relevante de esta obra el entonces ministro de la Guerra, José María Gil Robles, jamás indicó nada al respecto en sus más que falaces memorias. Tampoco lo hicieron Manuel Azaña ni los restantes políticos republicanos de uno u otro signo, con la relevante excepción —pero escasos datos duros— de Manuel Portela Valladares. 




			En el anexo se reproducen varios documentos de la UME, aunque no solo de ella, demostrativos de sus tendencias ideológicas y políticas, siempre conocidas de la Superioridad, que no pudieron ignorar sus camelos anticomunistas. También se añade un largo listado de una amplia muestra de sus integrantes, tal y como fue recopilada por los servicios de seguridad republicanos. En ambos casos, los amables lectores se encontrarán con numerosas sorpresas. 




			Debo incorporar un nuevo, o renovado, capítulo de agradecimientos a la ayuda que generosamente me han ofrecido varios colegas y amigos. En primer lugar, el profesor Jean-Marc Delaunay, catedrático jubilado de la Universidad de París 3. En unos momentos en que hube de demorar varias veces mi viaje a Vincennes, asumió la ingrata tarea de fotocopiar todo lo que pudo para que no me viese obligado a interrumpir mi labor. Luego me acompañó en mis pesquisas. No encuentro palabras para expresar mi gratitud. En segundo lugar, el profesor Fernando Hernández Sánchez, gran historiador del PCE desde su fundación hasta los años cincuenta del pasado siglo, que me ha proporcionado con amabilidad extraordinaria extractos de las memorias de Francisco Abad Soriano y algunos de los documentos que redactó y que hoy se encuentran en el archivo histórico de tal partido. Igualmente el panfletillo editado bajo los oscurecidos auspicios del inolvidable Ministerio de (Des)Información y Turismo. Casi todas las referencias a personajes y situaciones de la superhinchada órbita comunista que aparecen en el texto las ha mejorado y ampliado. En tercer lugar, el profesor Fernando del Rey Reguillo, que me envió algunos nuevos documentos procedentes de lo que queda del archivo del teniente general José Sanjurjo. Alguno se añade a los que, como ya advertí en la obra anterior, no había tenido tiempo de integrar en el relato. En cuarto lugar, el doctor Carlos Píriz González, que me dio a conocer la existencia de un grueso bloque de documentación del SIPM (Servicio de Información y Policía Militar franquista) en el Archivo General Militar de Ávila. Entre ella figura una gran cantidad de material relativo a la UME. Aunque una parte había sido explorada por Morten Heiberg y Manuel Ros Agudo, no lo fue la totalidad de la ya desclasificada, que Píriz llevó a cabo con gran brillantez en su tesis doctoral, leída en julio de 2019 en la Universidad de Salamanca, y que posteriormente recibió el premio extraordinario de doctorado. También debo agradecer la revisión de ciertos aspectos del tratamiento dado a los despachos de la embajada alemana en Madrid en la primavera de 1936 que me hicieron llegar los profesores Fernando Hernández Sánchez, de nuevo, y Francisco Sánchez Pérez, grandes conocedores del período, y a Sergio Millares Cantero que me proporcionase datos relacionados con manejos en Las Palmas de Gran Canaria en los que resurgiría el fantasma del general Amado Balmes, primer asesinato de Franco. El profesor Emilio Grandío ha tenido la amabilidad de remitirme varias informaciones que me han permitido perfilar mejor las referencias a la conspiración en Galicia y, por último, pero no por ello al final, el profesor Josep Puigsech Farràs ha distraído algún momento de la preparación de un curso más o menos telemático para leer el manuscrito terminado. Todavía me dio tiempo de introducir algunos de los cambios por él sugeridos. 




			Es de justicia reseñar que nada de lo que antecede hubiera fructificado sin la amabilidad desbordante de los archiveros competentes en Segovia, Ávila y Alcalá de Henares. Mi deuda de gratitud es inmensa con el teniente coronel director Javier Alonso Herranz y de Enrique Gallego Lázaro en el primero; con Henar Alonso, Víctor Moraleda y Julia Adrados en el segundo y con Jesús Espinosa, Juan José Villar y Marina Serrano en el tercero. En dos archivos de los mencionados el servicio a los investigadores se ha visto favorecido por la decisión de la ministra de Defensa Margarita Robles de autorizar la fotografía de documentación por los usuarios. Tal innovación la hace merecedora de la gratitud de todos. Igualmente debo expresar mi agradecimiento al coronel de la Guardia Civil y doctor en Historia Jesús Narciso Núñez Calvo y al teniente Pedro Martín Cantero por su preciosa ayuda en aclararme algunas dudas sobre aspectos relacionados con la Benemérita. Lo mismo cabe afirmar del teniente coronel Antonio Montero y del capitán Iago Sagalés, que amablemente me proporcionaron datos relativos a los conservados en el Archivo Militar de La Coruña relacionados con varias causas incoadas en la primavera de 1936. José Luis Hernández y su equipo en el CDMH de Salamanca me facilitaron en tiempo récord unos cuantos documentos que me han permitido ampliar el recorrido del capitán de la Guardia Civil Vicente Santiago Hodson, una de las figuras recuperadas en este relato. Finalmente, Javier Fernández Reina me ha remitido uno de los importantes papeles que custodia en el archivo del general José Enrique Varela, en Cádiz. 




			El Arxiu Històric de la Ciutat de Barcelona, en la persona de la señora Mercè Lázaro García, tuvo la gentileza de enviarme las transcripciones de dos conversaciones que el añorado Ronald Fraser realizó, antes de la muerte de Franco, con Pedro Sainz Rodríguez y Eugenio Vegas Latapié. Sobre ellas me llamó la atención el embajador Juan Antonio Yáñez-Barnuevo. Los dos conspiradores publicaron después sus respectivas memorias, escritas con mucho mayor cuidado y una clara prevención. Se «olvidaron» de temas esenciales. No se mostraron así en declaraciones a un eminente autor extranjero de cara a su proyecto de historia oral de la guerra civil. Leyendo entre líneas en algunas de las declaraciones de Sainz Rodríguez, aflora de manera oblicua la alusión a los contratos del 1.º de julio como ayuda previa de cara a un golpe que desembocaría ineluctablemente en guerra. Si lo que afirmó es correcto, confirma que Mussolini y su yerno Ciano se metieron en el conflicto español con los ojos bien abiertos y de forma congruente con sus objetivos. 




			Los nombres de los archiveros extranjeros en Francia y el Reino Unido no dirán nada a los lectores, pero su ayuda y amabilidad no han sido menos desbordantes. Sí he de mencionar, al menos, por la acogida que me dispensaron los del entonces director de los Archivos Diplomáticos de Francia y hoy embajador en Turquía, Hervé Magro, y de la subdirectora, Isabelle Richefort. 




			También debo expresar mi agradecimiento al embajador de España en Argel, Fernando Morán Calvo-Sotelo, gran conocedor de la parte oriental de Marruecos, por darme informaciones sobre la geografía del territorio en el que aterrizaron los aviones italianos que no llegaron a Nador. Al profesor Carlos Collado Seidel, que me aclaró alguna que otra duda. Al profesor jubilado de la Escuela Europea de Ixelles en Bruselas Ángel Millán y, de nuevo, a Fernando Hernández Sánchez, así como a Juan Carlos Losada, uno de nuestros grandes historiadores militares, les debo mucho más de lo que podría señalar por haber dedicado tiempo y energías en leer el primer borrador de la presente obra y señalarme todos los defectos de que adolecía. Por último, pero no al final, al profesor David Jorge, de El Colegio de México, que leyó una versión más avanzada de la obra, me facilitó algún título que faltaba en mi biblioteca y recorrió el texto indicando sus imperfecciones de toda índole. Por consiguiente, debo subrayar que si el resultado final tiene algún mérito es absoluta e inexcusablemente compartible con todos aquellos que tanto me ayudaron con sus ideas y sugerencias de mejora. Los errores y omisiones son única y exclusivamente míos.  




			Mi agradecimiento se hace extensivo a los servicios de las bibliotecas de la Universidad Libre de Bruselas y de mi alma mater, la Universidad Complutense de Madrid, en la persona de Amaya Rico Francia y sus colaboradores. Sin su apoyo hubiera tenido dificultades en el acceso a los artículos académicos que se mencionan en esta obra. También confío en que los profesores Gregorio Garzón y Francesc Granell y su esposa, con quienes comenté mis propósitos en mi última visita a Barcelona en febrero de 2020, no se sientan defraudados por los resultados de la investigación final. 




			La redacción última de lo que es hoy el texto empezó unos días antes de que se abriera la crisis del coronavirus. Está escrito, pues, en tiempos de turbulencia, en los que han caído muchos, demasiados, incluso algún pariente y varios conocidos. He tenido presente los versos de T. S. Eliot: 




			 




			April is the cruelest month, breeding 




			lilacs out of the dead land, mixing 




			memory and desire, stirring 




			dull roots with spring rain. 




			 




			No sorprenderá que, a veces, el tono sea negro, pero el tema tampoco es de los que se prestan a un discurso amable y ligero. He recordado también los versos de Rumi, que han aflorado con frecuencia en el largo intervalo de confinamiento, y los he utilizado en la dedicatoria a mi esposa y a mis hijos. 




			La gravedad del momento me ha impedido enzarzarme en demasiadas polémicas historiográficas, sobre todo en los pies de página, como he hecho en otras obras. No me he resistido a hacerlo en algunos casos de émulos del excelente camelista que fue Félix Maíz. Al final, todos nos reuniremos allí donde moran las víctimas de los errores y de las ambiciones de tantos como nos han precedido. En mis escasos dardos me he guiado por las citas, muy pensadas, de autores más o menos conocidos que figuran en la primera página. Llamo la atención, en particular, sobre la última, de Oscar Wilde, para defender los sarcasmos con que, en alguna ocasión, he salpicado el texto. En particular, al referirme a los escritos que expusieron una interpretación del paisaje anterior al 18 de julio, demostrativos de la mala fe de que fueron capaces quienes sembraron la semilla de la sublevación. 




			Mi esperanza ha estribado en que mi trabajo pueda servir para abrir los ojos de los curiosos, españoles y extranjeros, sobre algunos de los antecedentes de la guerra civil. Los mitos que todavía abundan han marcado demasiado tiempo una literatura tributaria en gran medida de la confrontación ideológica en la guerra fría. Remito al capítulo 3 y epílogo de mi libro La conspiración del general Franco. Ya empezaron a recuperar una interpretación más equilibrada historiadores de los que tanto aprendí. No es de extrañar que la dedique, in memoriam, a Julio Aróstegui, Gabriel Cardona, Gabriel Jackson (fallecido en los albores de esta investigación), a Herbert R. Southworth y a Manuel Tuñón de Lara. A este elenco he añadido el nombre de mi primo hermano Cecilio Yusta Viñas, desaparecido en abril de 2020 a resultas de la pandemia. Con él no solo he perdido a un familiar muy querido, sino también a un historiador de la aviación española, excelente piloto, que tan eficazmente me ayudó para iluminar los recovecos, las mentiras y las desfiguraciones ocultas tras el primer asesinato de Franco, prólogo de muchos otros. En el mismo contexto, horrible, de esta devastadora pandemia, y poco antes de que este libro entrara en máquinas, ha fallecido igualmente el Dr. Miguel Ull, quien también me ayudó a despejar las incógnitas del asesinato del general Balmes. En tres semanas pasó de ser un hombre sano y robusto a una víctima más de esta plaga del siglo XXI. 




			Si el resultado de mis esfuerzos contribuye a iluminar un pasado luctuoso y una cuestión fundamental para entender mejor los orígenes de la guerra civil me alegraría que los amables lectores puedan llegar a considerar que todo el tiempo y los cuantiosos recursos invertidos en esta investigación no habrán sido en vano. En el bien entendido de que no existe historia definitiva. Porque si se trata de historia, no lo es por definición. Si es definitiva, no será historia. 




			Para Carmen Esteban y Raquel Reguera, en Crítica, mi indeleble gratitud. Bien saben ellas que sin ambas, y sin la ayuda del equipo de la editorial, el análisis de la no decapitación de la operación monárquica, fascista y militar que llevó a la guerra civil no hubiera sido posible. La revisión literaria del texto la ha efectuado mi buen amigo Joaquín Arias. Por la preparación de la campaña publicitaria estoy muy agradecido a Laura Fabregat e Itziar Prieto. Serán los lectores los que tengan ahora la palabra. 




			Si bien escrito en último lugar este es el primer volumen de una pentalogía que sigue en La soledad, El escudo, El honor y El desplome de la República, este último con Fernando Hernández Sánchez. Todos en CRITICA. 




			 




			Bruselas, 30 de agosto de 2020/25 de enero de 2021 




			

	 


	 	

	 

   




			Parte Primera 




			 




			Alertas contra la subversión 




			

	 


	 	

	 

   




			1 




			 




			La República crea dos dispositivos de vigilancia 




			 




			Two roads diverged in a yellow wood, 




			And sorry I could not travel both1 




			 




			Tras el fallecimiento del general Franco a finales de 1975, hubo en España una explosión de libertad de expresión, para contener la cual ya no existían las argollas de la censura. No era la acuñada en la guerra, que dominó, aherrojó y distorsionó hasta límites insospechables hoy la capacidad de expresión de la sociedad española. Sin embargo, su sucesora, la Ley Fraga, algo más suave, había continuado condicionando las posibilidades de indagar un pasado oscuro y repleto de mitos. 




			La explosión mencionada se produjo en los más diversos ámbitos de la vida colectiva. Uno de ellos fue la aparición de un nuevo tipo de cine. Entre las películas que entonces se proyectaron en las pantallas españolas es, para este libro, muy significativo el documental coordinado por un entonces joven director no demasiado conocido. Se llamaba Jaime Camino, y a su esfuerzo, que hoy puede verse en cualquier ordenador, le puso un título evocador: La vieja memoria.2 




			 




			LA «VIEJA MEMORIA»  




			 




			La vieja memoria, de una duración de 2 horas y 40 minutos, ha recibido el honor de una pequeña entrada en Wikipedia. Es muy escueta: se trata de un análisis de los años republicanos y de la guerra civil realizado por medio de imágenes de archivo y declaraciones de una amplia selección de personajes que vivieron aquellos tiempos. La realización se hizo a lo largo de 1977. Se estrenó en marzo de 1979. Tuvo un estilo muy propio. El director prácticamente desapareció del documental, salvo en escasos momentos en que introdujo comentarios en off, y dejó que los protagonistas desglosaran sus recuerdos. El montaje final mezcló aspectos y opiniones contradictorios. No hay mucho que objetar a este análisis. 




			Sí cabría añadir que algunos de tales recuerdos no eran nuevos y ya habían aparecido de una forma u otra en los años finales de la dictadura. Tales fueron los casos, por ejemplo, de varios falangistas (Raimundo Fernández Cuesta, David Jato), políticos conservadores (José María Gil Robles) y escritores monárquicos (José Luis de Vilallonga). Todos ellos se vieron contradichos por las intervenciones de otro tipo de protagonistas de los años de guerra y de preguerra. En términos numéricos dominaron los anarcosindicalistas (Diego Abad de Santillán, Eduardo de Guzmán, Federica Montseny, Ricardo Sanz) y los poumistas (Julián Gorkin y compañeros de base). Enfrente estuvieron los comunistas (Rafael Alberti, Dolores Ibárruri, Enrique Líster, Rafael Vidiella), de ERC (Josep Tarradellas, Jaume Miravitlles), un militar catalán (Federico Escofet) y otros. No aparecieron socialistas o republicanos de izquierdas, salvo en casos marginales. La partitura musical, debida al conocido compositor Xavier Montsalvatge, mezcló himnos, canciones revolucionarias y aires populares. Fue, me atrevo a señalar, muy brillante. 




			Los aspectos bélicos del conflicto pasaron a un segundo término. Dominaron los políticos e ideológicos. Se centraron en la sempiterna pugna entre comunistas y anarcosindicalistas/poumistas. Abordaron la vieja discusión entre la opción de dar preferencia a la guerra o de profundizar en la revolución. El choque dialéctico había alimentado las discordias de los exiliados en la guerra y en el exterior durante los largos años del franquismo. Volvieron a la escena con toda intensidad, aunque el documental no incluyó referencias a las fechas en las que se habían filmado las declaraciones. 




			Los protagonistas de antaño parecían no haber leído gran parte de la historiografía que ya se había publicado, ante todo en el extranjero, sobre el conflicto. En este sentido, el título fue un tanto engañoso y hubiera debido precisar que era el de la vieja memoria de comunistas, anarquistas y poumistas. Las efectuadas por falangistas y José María Gil Robles fueron tan reiterativas como había sido habitual en los años franquistas, con el exlíder de la CEDA, eso sí, evacuando toda responsabilidad propia en la dinámica que condujo a la guerra y que puso sobre los anchos hombros de las derrotadas izquierdas. 




			Ahora bien, en puridad, hoy sería preciso hablar de tres memorias: la primera, la de los vencidos, que durante muchos años tuvo solo efectos melancólicos, pero paralizantes, para una acción conjunta contra la dictadura; la segunda, cuya obsesiva predominancia terminó extinguiéndose con los últimos vestigios represivos del régimen (policía, TOP, censura, cárceles y represión), y una tercera, en la que se situó como avanzadilla el ya anciano Gil Robles, que ha logrado sobrevivir, incluso con pretensiones hegemónicas, pues ha sido, y es, funcional para facilitar la inserción de la mayor parte de la derecha en el régimen democrático sin que por ello se hubiera visto obligada a condenar sus propios orígenes. 




			Si este libro se inicia con el recuerdo de una película que probablemente impactó a muchos espectadores (desde luego a quien esto escribe) es porque en él varios de los participantes evocaron un aspecto concreto. La cuestión no menos sempiterna en la literatura y en numerosos recuerdos fue la incapacidad o la falta de decisión de los gobernantes en la primavera de 1936 por cortar («decapitar» fue el término utilizado por Líster) la conspiración militar en marcha. Escofet, por ejemplo, la había puesto sobre el tapete en sus conocidas memorias. Ninguno dijo mucho de las actuaciones de la trama civil. A lo sumo se hizo una sucinta referencia al acuerdo entre monárquicos, militares y carlistas con los italianos de marzo de 1934 o a los dineros fascistas que recibió José Antonio Primo de Rivera. El vector exterior solo apareció en las referencias posteriores al 18 de julio, ya que la injerencia de las potencias del Eje en el conflicto español era insoslayable. 




			Quienes todavía no habían digerido la inacción gubernamental, en el sentido apuntado, durante la primavera de 1936 fueron esencialmente Ibárruri y Líster. La primera, por su referencia al trabajo que el PCE había desarrollado en aquel tiempo en los cuarteles (minutos 21 y 34), sabía que existía mucha agitación entre los militares. Como veremos en este libro, su afirmación respondía rigurosamente a la verdad de los hechos. El segundo, porque en aquel contexto fue el responsable del «aparato A-M» (antimilitarista) del partido, encargado, a través de sus militantes llamados a filas, de hacer trabajo informativo y político en los cuarteles. 




			En las páginas de este libro se documenta una tesis parecida, pero mucho más completa y compleja. De la misma forma que los gobiernos republicanos, en particular los de izquierdas, subestimaron la influencia de la trama civil apoyada por el fascismo italiano, también menospreciaron el alcance y la significación de las actividades extremistas de las derechas en el seno del Ejército. Con todo, tuvieron informaciones fiables de que la UME estuvo conectada con los dirigentes monárquicos. No sirvió de nada porque pensaban en otra cosa. 




			Si bien la documentación que he hallado de los servicios de inteligencia en el período republicano hasta julio de 1936 es muy fragmentaria, y teniendo en cuenta que toda EPRE encontrable será algún día encontrada, este libro tratará de argumentar empíricamente en qué pensaba el gobierno Casares Quiroga ya antes del golpe. 




			 




			TIEMPOS CONVULSOS DE RODAJE DEL NUEVO RÉGIMEN 




			 




			El recorrido de la República española en lo que cabríamos caracterizar como su período de paz ha sido objeto de numerosas investigaciones crecientemente sofisticadas en cuanto a metodología y ambiciones. Pocos son los ámbitos que han escapado a la atención de los historiadores. Aquellos cinco años y pocos meses han generado tal densidad de publicaciones que pueden considerarse como el período mejor y más exhaustivamente estudiado de la historia contemporánea de España. Sin embargo, y por extraño que parezca, siguen subsistiendo mitos e interpretaciones en los que el conocimiento de los hechos y las explicaciones fundamentadas de lo que hubo detrás de los hechos no han hecho demasiada mella. 




			Esto es una consecuencia de las leyendas e interpretaciones generadas, difundidas y mantenidas a cal y canto, contra viento y marea, por una historiografía que sigue teniendo como fuentes el relato creado por los debeladores de la República. O que ha absorbido el generado en los largos años de la dictadura que fue conformándose durante la guerra civil y que subsistió hasta la muerte del general Francisco Franco. Uno de los últimos adalides en hacerlo es el profesor Stanley G. Payne, a la cabeza de una pequeña cohorte de historiadores de derechas, que han introducido correcciones más semánticas que de fondo a sus escritos. 




			Lo que hay detrás se enuncia brevemente. En el marco de la pugna económica, ideológica y política que recorrió los años de la guerra fría, se proyectó y defendió una imagen muy precisa con todos los recursos intelectuales de la dictadura y de sus aliados occidentales. Franco apareció como el «centinela de Occidente», como el primer soldado de Europa que derrotó al comunismo en el campo de batalla. Así lo vieron sus seguidores y, lo que es más importante, sus protectores (aun cuando algunos rebajaron su trascendencia). Por el contrario, la República apareció como la antesala de una guerra civil inevitable que impidió, a Dios gracias, que España quedase prendida en las garras del comunismo. 




			Nada de ello es cierto. Lo que sí es cierto es que en 1931 la República se propuso hacer avanzar a la sociedad española hasta el siglo XX. Para ello era preciso derrumbar los mecanismos económicos, políticos y sociales que la habían mantenido en un estadio de subdesarrollo incompatible con el conseguido por las democracias europeas occidentales con las que tradicionalmente se medía: Francia, el Reino Unido, Alemania, los Países Bajos, Bélgica, entre otras. 




			Esta labor se abordó con la conciencia de que el tiempo transcurría demasiado lentamente, de que los retos eran múltiples y de que, eliminado uno de los soportes de la sociedad de la Restauración como era el sistema monárquico, era imprescindible abordar los otros dos: la dominación ideológica de la Iglesia y, sobre todo, el dogal que habían representado las fuerzas armadas que no eran tanto nacionales como de la Corona. ¿La aspiración? Ni más ni menos que llegar a ser un país moderno. Tenía sus propias raíces en las controversias, a veces por las armas, del siglo XIX y se había regado a consecuencia del «desastre» del 98, topando con una Corona intervencionista, un sistema político anquilosado y unas fuerzas armadas ahogadas en la interminable guerra de Marruecos, pero también orientadas hacia combatir el «enemigo interior» que muchos conservadores, incluso antes de su fascistización, consideraban como el adversario más peligroso y por antonomasia de España. 




			El esfuerzo modernizador o de homologación con el entorno tropezó con innumerables obstáculos, internos y externos. Han sido estudiados pormenorizadamente. Dos lo han sido menos, aunque fueron determinantes para el futuro del nuevo régimen en conexión con los sectores añorantes de la Monarquía y preocupados por mantener sus posiciones de poder económico, político y cultural. El primero fueron las conexiones exteriores de la minoría monárquica. El segundo la atención que recibieron en la Italia fascista, que aspiraba a desarrollar un sistema político que sobrepasara, teóricamente, el capitalismo y el comunismo en el marco de un nacionalismo exacerbado y excluyente, basado en la violencia interna y externa y con pretensiones imperialistas. 




			Las ambiciones de los nuevos dirigentes no escaparon a los observadores extranjeros. Los aireó, en efecto, la publicística española y foránea. También sus contradicciones. Como la historia se escribe conociendo el pasado (si no, no es historia) y hoy conocemos lo que ocurrió en 1936, es conveniente apoyarse en testimonios de época. Testimonios que tenían la finalidad de explicar a Gobiernos extranjeros lo que realmente estaba en juego o lo que ocurría en España. Los análisis de observadores como el embajador británico sir George Grahame, llegado a Madrid en 1927, o del francés, Jean Herbette, que lo hizo en 1931, se han repercutido en la investigación, aunque aisladamente. Aquí lo haremos de forma conjunta y en paralelo. Los lectores saben que sus países de origen, el Reino Unido y Francia, desempeñaron un papel fundamental a la hora de introducir una política de no intervención tras el semiexitoso y semifracasado golpe militar de 1936. Dicha política contribuyó a sellar el destino de la República, como bien advirtió poco tiempo después su presidente, Manuel Azaña. 




			En su primer informe anual sobre lo acaecido en España en 1931, Grahame llamó la atención de que era la tercera vez desde los comienzos del siglo XIX que la casa de Borbón había perdido la Corona.3 Lo que había ocurrido era, dicho con sencillez, que una poderosa fuerza pletórica de dinamismo impactó sobre una situación irremediablemente estática. El trono, apoyado por una Iglesia poderosa, por una aristocracia a él entregada y por una multiplicidad de intereses creados en la economía y la agricultura, pero no basado en la estima de la mayor parte de la población, se había desplomado sin que nadie disparara un tiro en su defensa. El pueblo carecía de canales para hacer oír su voz y hacer sentir sus necesidades. La dictadura, la Iglesia y el Ejército los habían ahogado. El cambio de régimen lo había posibilitado la alineación de la burguesía con las clases populares al dar la espalda a un régimen corrupto con el fin de restablecer un ordenamiento constitucional en España, que el exrey había quebrado. En el proceso de cambio, una de las medidas más relevantes fueron las reformas militares introducidas por Azaña para modernizar un Ejército sobrecargado de generales y jefes y para recortar sus tendencias pretorianas.4 




			Con el paso del tiempo, Grahame fue profundizando en su análisis. A principios de 1934, por ejemplo, constató que el impulso en favor del cambio había destruido viejos mecanismos de gobierno y administración a diferentes escalas y creado otros nuevos. Los republicanos trabajaban a partir de la teoría de que la Monarquía había dejado que España descendiera a desempeñar un papel reducido en el concierto europeo, con un país empobrecido en el cual más de un 40 % de la población era analfabeta. Tras un largo período de élites que, alternando, usufructuaban el poder. España no había sabido o podido realizar todas sus potencialidades y el desafío estribaba en crear una «nueva» España, rompiendo viejas cadenas y abriendo las compuertas a una regeneración moral y material. De ahí los cambios fundamentales que habían encontrado expresión en la separación entre la Iglesia y el Estado, el Estatuto catalán, el problema agrario, el progreso masivo en educación, entre otros. Se pensaba que habría tiempo para todo, pero que no había que malgastarlo.5 Los riesgos de precipitarse demasiado apenas si se tomaron en consideración. El debate al respecto sigue coloreando la abundante historiografía existente. 




			Grahame llamó la atención de sus lectores en Whitehall sobre uno de los riesgos que acechaban al nuevo régimen: la posibilidad de intensificación de la conflictividad laboral. Un problema que ya existía antes de la revolución.6 Unas masas que sufrían privaciones sin cuento tanto en las ciudades como en particular en el campo planteaban demandas que en muchos casos no eran fáciles de satisfacer. En concreto, es lo que ocurría con los anarcosindicalistas. El Gobierno tuvo que recurrir a las fuerzas de seguridad e incluso al Ejército. Si este no se hubiera mostrado leal al poder constituido, la historia hubiese sido muy diferente. Grahame firmó su informe en enero de 1932. Como veremos, no hace falta ser un war gamer para pensar que, en gran medida, podría haberse referido a la situación en 1936, cuando ya había dejado su puesto en España. 




			Los diplomáticos británicos saludaron también las primeras medidas de reforma militar adoptadas en aquel año. Eran más que conscientes de que el Ejército, en cuanto a su composición y eficacia, era una creación de la Monarquía y que, por consiguiente, albergaba en su seno multitud de generales, jefes y oficiales que le eran leales. El problema estribaba, en un primer momento, en convertirlo en una fuerza fiable en que apoyarse y que pudiera complementar las fuerzas de orden público de cara a mantener un nivel adecuado de seguridad interior. A principios de año el número total de oficiales y jefes, incluidas las escalas de reserva y complemento, ascendía a la astronómica cifra de 22.000, aproximadamente, de los cuales entre 14.000 y 15.000 eran activos. Al finalizar el año ya constituían solo unos 8.000. La disciplina no parecía haberse deteriorado, aunque tampoco mejorado grandemente. Había habido entre la tropa algún que otro conato de propaganda izquierdista («comunista», en el original) que se había cortado con rapidez. Llamo la atención sobre tal afirmación que será una de las constantes que recorrerán este libro. 




			Cuando se llamó al Ejército a que participara en el restablecimiento del orden en algunos casos la respuesta siempre había sido satisfactoria. Sin duda existía un cierto grado de insatisfacción en los rangos intermedios y superiores, pero no había habido ningún intento de imponerse al Gobierno. Esto constituía una diferencia muy marcada con los métodos anteriormente aplicados por oficiales y jefes descontentos y hacía pensar que Azaña había agujereado la burbuja de las «Juntas». La embajada sabía que se habían circulado algunos rumores de conspiración, pero nada importante había ocurrido.7 Nos permitimos insistir en este último extremo. Cualquiera que sea la forma en que se caractericen las opiniones británicas, no cabe dudar de la calidad de su información. 




			En el golpe del 10 de agosto de 1932 en Madrid, los británicos apreciaron, con toda razón, tintes monárquicos, y en la Sanjurjada sevillana destacaron la intención de formar una dictadura republicana y convocar nuevas elecciones. Era una versión que circulaba, pero absurda, como más adelante se comentó en el Foreign Office. No detectaron el menor elemento comunista.8 Con un poco de distancia, Grahame reflexionó que era un tanto irónico que un movimiento subversivo derechista pudiera ocurrir bajo un régimen que, en el corto lapso de tiempo de dieciséis meses, había evitado que España se hundiera en un caos de extremismos. Y señaló hacia el pasado: las clases altas y privilegiadas fallaron a la hora de evitar el hundimiento de la Monarquía y estaban convencidas de que la República no tardaría en degenerar en una especie de «tiranía roja». Más tarde, cuando el gobierno Azaña había demostrado su energía a la hora de suprimir las algaradas extremistas en enero y febrero, los elementos reaccionarios empezaron a conspirar. Los conservadores españoles, al igual que los de muchos otros países, todavía mantenían una parte del poder que habían acumulado en el pasado y su movilización habría sido formidable en caso de contar con los militares. A principios de agosto estaban convencidos de que era así. No lo fue. 




			La consecuencia inevitable sería que el Gobierno trataría de reducir su poder y de castigar a quienes habían instigado el golpe, dentro y fuera del Ejército.9 Por lo demás, Grahame no tuvo reparos en desmentir duramente al corresponsal de The Times, Ernest Grimaud De Caux, muy proclive a los conservadores españoles. Su crítica, pero también su ensalzamiento del presidente del Consejo, se registraron con aprobación en el Foreign Office: «Ciertamente hay por delante en España problemas inmensos pero el Sr. Azaña se las ha apañado para infundir un alto nivel de vigor y energía en el país. Obviamente es un gran hombre». 




			En otro despacho del 30 de agosto ya había enunciado lo que podría haber ocurrido en el caso de que un puñado de jóvenes soldados y civiles fanatizados y sin control [sic] hubieran atentado contra Azaña. Una tragedia algo más que probable. La noticia habría sido difundida por los rebeldes hasta el último rincón de España. Con Azaña fuera de combate no hubiese sido imposible que Sanjurjo se hubiera hecho con el control del país, sin oposición por el resto del Ejército. Con el Gobierno sin dirección y las Cortes anuladas, el presidente Alcalá-Zamora se hubiera visto obligado a dimitir. Se habría producido una reedición del golpe de mano de Primo de Rivera, en la década precedente, y el desgraciado retorno a las condiciones que habían prevalecido a lo largo del siglo XIX con parecidas consecuencias desastrosas para la estabilidad y progreso del país. En el Foreign Office no hubo desacuerdo: «El general Sanjurjo ha cometido un error muy lamentable. Ya nos llegó la noticia, poco antes del golpe, de que se había desequilibrado» (gone to pieces). ¿La consecuencia?: «Apoyando estúpidamente este fracasado golpe, los aristócratas se han hecho un flaco servicio y fortalecido la República en un sentido favorable a la izquierda».10 Creemos que esta interpretación es bastante correcta, aunque lógicamente nunca fue reconocida por los conspiradores. 




			 




			UN PRIMER DISPOSITIVO: GOBERNACIÓN Y GUERRA CONTRA ACTIVIDADES COMUNISTAS 




			 




			Las reformas militares de Azaña constituyeron un primer momento estelar en la historia de las relaciones entre el nuevo régimen republicano y las fuerzas armadas. Sus consecuencias son ampliamente conocidas, pero (siempre hay un pero en historia) no todas sus facetas lo son. En la presente obra, y en consonancia con el propósito que la anima, exploraremos una veta de particular importancia para esclarecer el futuro. Cardona hizo un análisis de las reformas y de los presupuestos intelectuales y políticos de que partió Azaña que, en sus líneas generales, me atrevo a sugerir que no ha sido superado. Con independencia, claro está, que después muchos otros autores las hayan desmenuzado más detenidamente. Para nuestros propósitos es suficiente indicar que la intención estribaba en acercar un Ejército esclerotizado, traumatizado y brutalizado por la larga guerra de Marruecos, al modelo que Azaña mejor conocía (o menos desconocía). Tal era el francés. Un Ejército sometido al poder civil, de alta capacidad intelectual entre sus cuadros y orientado esencialmente hacia las tareas de la defensa exterior. De subrayar que ninguna otra fuerza política, ni de izquierdas ni de derechas, a pesar del tan encumbrado Gil Robles, ofreció jamás una alternativa válida (excepto, y esto lo escribo con muy mala uva, para preparar mejor al Ejército en la intervención interior). 




			Cardona, sin embargo, reconoció dos problemas fundamentales. El primero, que querer implantar en España un modelo como el existente en Francia en 1918-1920 era ilusorio en unos años en que numerosos ejércitos en el continente se habían politizado e ideologizado al calor de tremendas tensiones políticas. Fue el caso, hasta cierto punto, de la propia Francia, pero con toda claridad en Italia y Alemania. En muchos otros países apoyaban regímenes más o menos dictatoriales. El segundo problema fue que, a pesar de sus mejores intenciones, el peso del mantenimiento del orden público tuvo que descansar en las fuerzas armadas. Cito a Cardona: 




			 




			El Gobierno careció de imaginación ante el orden público. Repitió el error histórico de emplear al Ejército en tareas policiales. Desde el primer momento, la tranquilidad de la calle se mantuvo militarmente, incluso con la proclamación del estado de guerra. La Guardia Civil no fue transformada, conservó su carácter y dotación militar, sin ser provista de medios antidisturbios. Armada con sus fusiles de siempre, recibió las habituales órdenes de contener las manifestaciones. Regida por una gran disciplina y un rígido reglamento, la actuación de la Guardia Civil se saldó, como en el pasado, con graves implicaciones.11 




			 




			En pleno período de puesta en práctica de la reforma militar quizá pasó inadvertida para muchos, tanto dentro como fuera del Ejército, una disposición que habría de tener consecuencias para la historia que trata de alumbrar este libro. El 28 de marzo de 1932 (Gaceta del 30) se creó una Secretaría Técnica (ST) afecta a la Dirección de Seguridad (DGS) en el Ministerio de la Gobernación.12 El decreto afirmó que de lo que se trataba era de «estudiar y proponer la coordinación de los servicios de los Cuerpos de Seguridad y Vigilancia e Instituto de la Guardia Civil». El titular de la cartera se llamaba Santiago Casares Quiroga. Al tiempo se nombró a un responsable: el teniente coronel de la Guardia Civil José Casellas Puigdemasa. 




			Podemos suponer, sin entrar en detalles históricos, qué es lo que incitó a tal medida. En su diario, y en la entrada correspondiente al 11 de enero, Azaña consignó que a través de un cabo de Aviación se había tenido noticias de un transporte de armas desde Los Alcázares a Madrid. De ello le informó el entonces comandante Juan Hernández Saravia, jefe de su Gabinete en el Ministerio de la Guerra. Aunque las noticias eran confusas, parecía que se trataba de algo que tenía que ver con los comunistas. Entonces Azaña añadió, a modo de explicación en su diario, que «tenemos un servicio especial que nos hace Valdivia en la DGS, con independencia de la policía, que sirve de poco».13 




			Un objetivo que no se recogió en el decreto fundacional fue, por consiguiente, el de seguir e informar al Mando acerca de las actividades comunistas en el interior del Ejército y de la Marina. Ciertamente, el PCE, todavía en su fase tercerista, era un partido legal, pero con un peso escaso en la vida española. En diciembre de 1931, el PCE rondaba la «inmensa» cifra de los 8.800 afiliados, con una escasa implantación territorial fuera de Vizcaya, algunas zonas de Asturias y Sevilla, pero la obsesión anticomunista era patente. Ya el manifiesto justificativo del golpe del general Primo de Rivera (13 de septiembre de 1923) adujo, entre sus motivaciones, la «impune propaganda comunista». Por aquellas fechas, el número de comunistas españoles difícilmente sobrepasaba el rango de las centenas, lo suficiente como para camuflar sus actividades en Vizcaya, su solar matriz, bajo la denominación de un supuesto club de fútbol, el Oriente F. C. Hay, pues, que pensar que «comunismo» era un término comodín que las autoridades aplicaban a todas aquellas organizaciones de izquierda (socialistas, sindicalistas) o asimiladas (anarquistas) que podían amenazar al orden social. 




			Habría sido perfectamente comprensible que la atención de la DGS se hubiera focalizado en los movimientos anarcosindicalistas que ya habían hecho sentir su actitud combativa ante el nuevo régimen. En la Subsecretaría de Gobernación existía, además, una poderosa Sección de Orden Público que, como veremos, conectaba con el Ministerio de Estado para, entre otras ocupaciones, seguir la pista de los adversarios de la República en el extranjero. Con todo, los manejos comunistas, que desde hacía años distorsionaba y abultaba la prensa conservadora, fueron el blanco, o uno de los blancos, del nuevo organismo. La confusión al respecto era desde luego notable, puesto que, cuando ocurrieron los hechos del 22 de julio de 1931 en Sevilla —huelga general contundentemente reprimida por las fuerzas del orden y el ejército, con aplicación de ley de fugas a cuatro detenidos en el parque de María Luisa y cañoneo de la taberna que servía de centro obrero incluidos—, Azaña atribuyó la responsabilidad a los anarquistas. Sin embargo, quienes se encontraban tras la convocatoria eran los comunistas que controlaban varios sindicatos de la CNT local, con José Díaz a la cabeza. 




			En todo caso, la ST no tardó en reorganizarse, conectando con preocupaciones que ya habían existido anteriormente. El 25 de abril, el ministro de la Guerra y presidente del Consejo tomó una serie de medidas a las que de pasada ha hecho referencia González Calleja.14 Azaña ordenó que lo que ya existía en su ministerio, a saber, el NICE (Negociado de Información Comunista del Ejército),15 debería relacionarse con una serie de órganos también desconocidos hasta el momento. El primero era la Sección de Agentes de la Marina y del Ejército (SAME) que, para la ejecución de su cometido fuera de los cuarteles, dispondría de la DGS. El NICE, por su parte, lo haría de forma constante y directa.16 




			En nombre del jefe del EMC (Manuel Goded, de 1931 a 1932, y Carlos Masquelet, de 1933 a 1935), la DGS sería otro de los centros con los que el NICE debía entrar en relación, a fin de recoger informaciones sobre sucesos o hechos que ocurriesen fuera de los cuarteles (propaganda subversiva, etc.). Debía tratarse de casos en los que pudiera producirse una repercusión en los recintos militares y que, por consiguiente, interesarían a los mandos. Recíprocamente, estos deberían tener a la DGS al corriente de los hechos colectivos o personales que pudieran ser susceptibles de suscitar su atención. Por último, el NICE también debía relacionarse con el Negociado de Información Comunista de la Armada (NICA), con el fin de establecer el correspondiente intercambio de noticias.17 




			Se observa, pues, la secuencia. De ella se desprende que tanto en el Ministerio de la Guerra como en el de Marina existían, antes de 1932, pequeñas unidades burocráticas (perfectamente ocultas en los organigramas de acceso público) con fines similares: vigilar eventuales manipulaciones de corte comunista entre el personal de las fuerzas armadas. Se trataba de seguir actuaciones sospechosas de soldados (marinos) y suboficiales. No creemos que en aquellos momentos la vigilancia se extendiera a oficiales o a jefes. Y, conociendo la terminología de la época, en especial en los círculos castrenses, pensamos que hay que tomar el sustantivo o adjetivo «comunista» como sinónimo de extremistas. Tal vez incluso como sinónimo de anarcosindicalistas. 




			Por desgracia, no he hallado la menor constancia del papeleo que generase esta relación. No he visto nada al respecto en los Archivos Militares de Ávila, aunque es posible que algo pueda encontrarse en otros o que no haya sido capaz de identificar. No sorprende, ciertamente, el caso de la DGS. Es sabido que ya durante la Monarquía, y muy particularmente bajo el período de brutal gestión del general Emilio Mola, había prestado mucha atención a las (modestas) actividades comunistas, pero de la génesis del NICE, de la NICA y de la SAME reconozco no haber tenido idea. 




			Naturalmente, Azaña tomó con rapidez medidas para dotar de personal este ámbito que podríamos caracterizar de seguridad interior en el seno de las fuerzas armadas. El que se incorporaría al NICE procedería del que por aquel entonces prestaba servicios en la ST. Es decir, se efectuaría un transvase desde Gobernación. Esto significa que debió de existir una relación previa entre ambos departamentos. Al frente del equipo en el EMC se situaron el teniente coronel Antonio Uguet Torres y el comandante Bruno Quintana Caicedo, que estaría al servicio de otros ministerios (léase Gobernación). Se trata de nombres que, por desgracia, nos son totalmente desconocidos. 




			Según su hoja de servicios, Uguet fue uno de los varios jefes u oficiales que habían estudiado en la Escuela Superior de Guerra de París. El posterior jefe del SIPM franquista en la guerra civil, José Ungría, también había seguido cursos en ella. A su regreso, Uguet se había reincorporado al Ministerio de la Guerra y ya en julio de 1931 se le destinó al EMC. Pasó un año adscrito a la DGS, lo que significa que entre ambos organismos había un cierto trasvase de personal especializado cuyas realizaciones nos son desconocidas en toda su amplitud. También se ocupaba de la inteligencia exterior, y en este sentido se le encargaron varias comisiones de servicio de naturaleza reservada a París y Ginebra. En relación con esta vertiente de la SSE, he localizado por fortuna un fragmento de la memoria, fechada el 18 de julio de 1932, en el que dio cuenta del tipo de actividades a que se dedicaba. En la capital del Sena se le recibió con bandejas de plata. Algo que le pareció desproporcionado. También se lo parecieron las atenciones que los franceses le prodigaron. La causa no tardó en descubrirla: sus anfitriones deseaban vivamente establecer una relación directa de ejército a ejército. Podríamos pensar que era cosa normal tras el advenimiento de la República, pero según Uguet: 




			 




			El Ejército francés al menos tiene vuelta la atención hacia España en este momento y no es la actual de las épocas en que se miraba hacia aquí con indiferencia sin dar valor alguno a nuestra amistad. Lejos de eso hoy la buscan y la desean y le dan bastante valor. ¿Con qué propósito? Ello puede tener dos objetos: primero, procurarse datos que puedan interesarles, no ya respecto al comunismo sino relacionados con el problema general de su defensa militar; segundo, ir estrechando una amistad que nos pueda conducir a una neutralidad efectiva y aun mejor a una amistad armada en caso de conflicto europeo. 




			 




			Eran suposiciones perfectamente plausibles. Uguet detectó que, si existía en Madrid algún interés, el Deuxième Bureau estaría encantado de recibir una indicación para una visita a España. Es difícil que en el Palacio de Buenavista se ignorase que el jefe del espionaje francés era el agregado militar a la embajada de Francia, pero a lo mejor no lo sabían. Uguet consideraba que si se estrechaba la relación y se repitieran las visitas cabría esperar que por parte francesa la información se hiciera más amplia, extendiéndola a otros asuntos que en París pudieran interesar. A los españoles les era útil obtener información sobre comunismo relativa a España, que los franceses podían allegar por medio de su propio servicio de agentes y confidentes establecido en Rusia.18 




			No sabemos en qué quedó la cosa. Lo que sí sabemos es que, en febrero de 1934, Uguet volvió de nuevo a París. Ahora aclaró lo que había perseguido en aquella primera ocasión: intercambios de información que convinieran a la acción anticomunista en el Ejército español. Los franceses, en el ínterin, se interesaban por crear en el seno de este un estado de opinión favorable por lo menos a una neutralidad española en caso de conflicto europeo. En 1934 no insinuaron los franceses, como en otras ocasiones, que los españoles les proporcionasen información sobre actividades de países que les interesaban especialmente. Tales insinuaciones se habían desechado con discreción en Madrid. El motivo nos es desconocido. 




			Así pues, las conversaciones bajo un gobierno radical como el que existía en España en aquel momento giraron sobre dos temas. Uno muy concreto fue el del apoyo mutuo entre los dos países para la acción anticomunista. Otro más general, la conveniencia de mantener y estrechar una relación que llegara a ser una amistad, con posibles consecuencias en caso de una nueva guerra europea. Este tema se abordó en diferentes ocasiones en tono cordial, suponemos que bien regadas «en las muchas comidas» y paseos. 




			Uguet se encontró con dos compañeros de promoción y con la libertad de expresión y la confianza que ello daba abordaron dichas cuestiones desde el punto de vista de las ventajas que para todos tendría una relación estrecha entre los oficiales de ambos países. Siguiendo instrucciones, el jefe de la SSE extremó las atenciones y los signos de camaradería en el terreno particular y personal, pero se abstuvo de emitir un juicio concreto, para evitar que pudiera interpretarse como reflejo del pensamiento oficial.19 De nuevo no hemos encontrado constancia alguna de las consecuencias de tales contactos. 




			La hoja de servicios de Uguet es muda en cuanto a detalles de su actividad. Sin embargo, nos parece significativo que el 18 de julio se adhiriera al «Glorioso Movimiento Nacional» y que fuera encarcelado en San Antón. De aquí, ignoramos por qué medios, se refugió en la Legación de Noruega en diciembre. En mayo de 1937 pasó a la zona sublevada. Exonerado completamente, tuvo una brillante carrera durante la guerra en diversos frentes. Son actividades que no nos interesan aquí. Falleció en Madrid, como general de división y fiscal militar del CSJM, en 1950 (ABC del 13 de julio). Por el momento no es preciso abundar en su persona. 




			En relación con el comandante Quintana, su hoja de servicios muestra que se trataba de un jefe que en los años 1929 a 1931 había seguido brillantemente los cursos de la Escuela Superior de Guerra en Turín, participado en numerosas maniobras y prestado servicio en unidades operativas del Regio Esercito. Nos sorprende una tan larga duración de su comisión en el extranjero. Los certificados italianos dan cuenta de su alta aptitud militar. Podrían encubrir actividades de inteligencia o no. Tampoco hemos encontrado muchos detalles de en qué consistiera su trabajo tras su reincorporación al EMC durante 1932. Sí sabemos que en 1933 fue nombrado jefe de enlace entre los ministerios de Guerra y Gobernación, aunque disfrazando esta relación bajo un destino ficticio en el Centro de Movilización y Reserva n.º 1. 




			Es decir, informaciones procedentes de fuentes distintas casan perfectamente. Por razones inexplicadas, en junio fue nombrado agregado militar a las legaciones en Polonia, Rumania y Yugoslavia, donde no estuvo más de dos años. Se reincorporó al EMC y fue destinado a la secretaría del Consejo Superior de Guerra. No podemos saber si se trataba de un puesto de cobertura que tapase trabajos de inteligencia interior o, eventualmente, de contrainteligencia. Lo único que hemos podido averiguar es que tras la sublevación de 1936 fue encarcelado y que murió en Paracuellos. 




			Lo que nos parece significativo de ambos casos es que dos militares que probablemente tenían sentimientos derechistas estuvieran encargados de vigilar actividades de los soldados y suboficiales de izquierdas. También nos preguntamos si fue numeroso el grupo de jefes y oficiales generales que hubieran estado al corriente de tal tipo de servicios, obviamente antiizquierdistas. En todo caso, la cúpula militar superior no podría haber desconocido que el elemento civil que regía los dos ministerios (Guerra y Marina) continuó e incluso potenció la labor de seguimiento de movimientos subversivos en el seno de las fuerzas armadas. Esto hubiera debido amortiguar las estridentes críticas que las reformas de Azaña habían despertado en los medios militares. Como no parece que tal fuera el caso, cabría deducir que lo que estaba en juego no era el juicio profesional que merecían, sino el impacto en perspectivas profesionales —ya que no en los bolsillos— de los afectados. Una parte inmensa del estamento militar se había acostumbrado a prebendas y perspectivas, siempre lentas, de ascenso, y lo que menos les preocupaba era el perfeccionamiento técnico y la defensa de su PATRIA contra la subversión. 




			Ahora bien, dado que todavía se desconocen la dotación y los nombres de los servicios que siguieron las actividades clandestinas comunistas (o anarcosindicalistas o socialistas), no podemos extraer conclusiones demasiado operativas. Nos limitamos a suscitar la cuestión clásica ya planteada por Juvenal: Quis custodiet ipsos custodes? Es decir, ¿quién vigila a los vigilantes? Este planteamiento volveremos a suscitarlo más adelante. 




			Nos importa recalcar, para lo que vendrá, que la anterior estructuración del servicio de vigilancia no pudieron ignorarla los correspondientes ministros. Los de Marina fueron Santiago Casares Quiroga, José Giral Pereira y Lluís Companys. Y los de Gobernación, el ya mencionado Casares Quiroga (14 de octubre de 1931 a 12 de septiembre de 1933). Volveremos a encontrarnos a Azaña como presidente de la República y a Casares como presidente del Consejo y ministro de la Guerra en el período crítico de mayo a julio de 1936. 




			Continuando con el desarrollo orgánico, debemos destacar que una Orden del Ministerio de la Guerra dirigida al de Gobernación de 25 de abril de 1933 estableció que el capitán de Infantería Alfredo Tourné, perteneciente al Servicio de Aviación, y el sargento del mismo Isidro Manquillo, afectados a la ST de la DGS, pasarían a una oficina permanente de enlace entre Guerra, Marina y Gobernación.20 Del primero sabemos que era hombre de la máxima confianza de Azaña, quien le utilizó en los preparativos para desbaratar la Sanjurjada. Suponemos que el segundo fue uno de sus colaboradores. Por lo demás, creemos necesario indicar que cuando Azaña llegó al ministerio en 1931 había ya un enlace entre este y la Dirección de la Guardia Civil que ejercía un militar del cuerpo de Ingenieros geógrafos del Ejército llamado Ubaldo Azpiazu Artazu, a quien menciona en sus memorias caracterizándolo como «gallego, muy metesillas y sacabancos, propiamente un zascandil».21 




			De manera pública (Gaceta del 24 de septiembre de 1933) se creó en la DGS, y a las órdenes inmediatas del director general de Seguridad, una denominada Oficina de Información y Enlace (OIE). De ella se hizo cargo, con carácter interino, el capitán de la Guardia Civil Vicente Santiago Hodson (Gaceta del 28 de septiembre de 1933). Se le confirmó con carácter permanente varios meses más tarde (Gaceta del 24 de julio de 1934).22 Lógicamente la OIE se mencionó en la prensa pero, salvo error u omisión, tampoco hemos encontrado documentación interesante acerca del resultado de su labor hasta unos momentos, en 1935, a los que nos referiremos ulteriormente.23 Santiago será uno de los protagonistas de nuestro relato, por lo que conviene dar unas pinceladas sobre él. 




			Nacido en Santa Marta (Badajoz) en 1899, de padre comandante de la Guardia Civil, ingresó en la Academia de Infantería de Toledo en 1916. Salió tres años más tarde como alférez. En 1921 ascendió a teniente y fue destinado a Marruecos y a Regulares. Participó en diversas campañas, fue herido, obtuvo varias condecoraciones y en 1923 pasó a la Guardia Civil, donde sirvió como profesor en el colegio de Guardias Jóvenes hasta 1928. Entonces fue trasladado a la segunda sección en la Dirección General de la Guardia Civil. Se distinguió en la defensa del Ministerio de la Guerra durante la Sanjurjada obedeciendo órdenes verbales de Azaña.24 Esto es lo que figura en su hoja de servicios, pero también recibió instrucciones del oficial de servicio en aquella noche, Juan Hernández Saravia, hombre de confianza del ministro. Al menos esto es lo que declaró el propio Santiago ante un inspector del Cuerpo de Vigilancia en la DGS el 4 de noviembre del mismo año.25 




			A mayor abundamiento, Azaña lo utilizó como emisario suyo, junto con Francisco Buzón, para que informara de ciertas actuaciones poco claras en la jefatura de las guarniciones de Marruecos, un tema entonces muy delicado.26 Más tarde, por antigüedad, ascendió a capitán. En noviembre fue destinado al Cuerpo de Seguridad, en el que hubo de solicitar la baja tras su nombramiento al frente de la OIE. En este nuevo destino le aguardaba un futuro curioso y hasta ahora ampliamente ignorado. Volveremos a encontrárnoslo junto con la ingratitud de Azaña. 




			Que el Gobierno hacía bien en sospechar se demostraría a finales de dicho año en un incidente que, por lo que sabemos, no trascendió al público, cortesía de la censura de prensa. A principios de diciembre el agregado militar británico, el comandante M. M. Parry-Jones, informó a su embajador que por una fuente que, obviamente, no identificó se había enterado de un hecho preocupante. Unos días antes un grupo bastante numeroso de soldados del Regimiento de Infantería n.º 1 de la guarnición de Madrid se había alborotado y anunciado a voces su propósito de salir a la calle a unirse a un motín «comunista». Los suboficiales y los oficiales se apresuraron a asegurar el control. El agregado militar señaló que aproximadamente el 60 % de los hombres en filas llevaban en ella poco más de un mes. No era, pues, sorprendente que aportaran a los cuarteles opiniones y experiencias que no tenían nada que ver con la vida militar. Por lo demás, no cabía olvidar que en el pasado había habido rumores acerca de agitación izquierdista en el Ejército (utilizó el adjetivo «comunista») y que las autoridades habían tomado medidas muy amplias para yugularla en ciernes. Él, desde luego, no prestaba demasiada importancia al incidente. La reacción en el Foreign Office fue muy clara: el presidente del Consejo y ministro de la Guerra estaba decidido a mantener al Ejército en un estado de subordinación a la autoridad del Gobierno. Otro comentarista añadió que Azaña había demostrado su preocupación por mejorar la suerte de los trabajadores y los militares no podían razonablemente pensar que se inclinaría hacia la derecha después de la débâcle [sic] de la Sanjurjada meses antes,27 aunque ciertamente la extrema izquierda así lo manifestaba. 




			Señalemos que, más que a conatos revolucionarios, cuya base real era inexistente, la mentalidad castrense de la época era muy sensible a la propaganda sobre la acción disolvente del comunismo en el seno de los puntales del orden establecido, como era el Ejército. La existencia del «aparato A-M» era un lugar común recurrente en la literatura, máxime cuando se encargaron de pregonarla conversos que habían estado en el vientre de la ballena, como Enrique Matorras, antiguo dirigente de la Juventud Comunista y pasado al sindicalismo católico.28 




			 




			OTRO DISPOSITIVO: ESTADO Y GOBERNACIÓN CONTRA LOS MANEJOS MONÁRQUICOS EN FRANCIA 




			 




			Ya hemos visto que en los pocos despachos de sir George Grahame mencionados los monárquicos aparecen, con ciertos militares, como los enemigos jurados de la República. Lo eran, sin la menor duda. En la anterior investigación di cuenta del seguimiento que se les hizo en Francia. Sin repetir los resultados en ella expuestos, ahora ofreceré un complemento ampliado a otros casos en función de la nueva documentación que he podido localizar. 




			No me ha sido posible hallar ningún ejemplar de las instrucciones que al efecto cursaría el nuevo ministro de Estado tras la instauración de la República. Fue, ¡pásmese el lector!, Alejandro Lerroux. Su subsecretario, Francisco Agramonte, un profesional que escribió sus memorias y publicó en la España franquista, no entró en el tema que aquí nos interesa. Sin embargo, hay que suponer que muchos de los integrantes del cuerpo diplomático en el exterior obrarían casi automáticamente y que informaron a Madrid de las llegadas masivas a sus circunscripciones de quienes abandonaron España. 




			Entre las primeras comunicaciones que he encontrado figuran las que emitió el cónsul general en Gibraltar, Luciano López Ferrer, el 16 y el 22 de mayo de 1931. Se trataba de familias procedentes sobre todo de Sevilla, Jerez y Málaga. Para entonces algunas habían continuado su periplo por el extranjero, otras se proponían hacerlo próximamente y las menos pensaban en regresar a sus domicilios, aun cuando entendían que no corrían peligro alguno. Había que suponer que todos ellos habían llevado consigo objetos de valor y sumas considerables. Se basaba el cónsul general en los depósitos que en pesetas se habían realizado en los bancos locales. De aquí que recomendase que se extremara la vigilancia aduanera, sobre todo en la de La Línea. 




			En el momento de redactar el despacho se encontraban en Gibraltar los marqueses de Larios, los condes de los Andes, los duques del Infantado, el de Medina Sidonia, las duquesas de Montemar, Algeciras y de Osuna, amén de muchos otros. También había buscado refugio el obispo de Málaga. Al conde de los Andes habían ido a visitarle monárquicos residentes en los pueblos cercanos al Peñón, algo que hoy puede entenderse como una premonición del destacado papel que en la conspiración subsiguiente no tardaría en desempeñar desde Francia, en donde terminó residiendo. Tras la Sanjurjada se produjo un nuevo éxodo, aunque más pequeño. De él cursó informaciones a Madrid el 27 de agosto de 1932 su sucesor, Antonio Suqué. En Gibraltar habían pasado largas temporadas miembros de las familias Benjumea e Ibarra, pero el obispo de Málaga había retornado.29 




			Como ya se indicó en la obra anterior, y subrayo en esta, la Sanjurjada representó un hito en la doble conexión fascista y monárquica, que sin embargo no parece que fuese captado por los vigilantes ojos británicos. Existía. El 18 de agosto la Subsecretaría de Comunicaciones informó a la del Ministerio de la Gobernación y al Ministerio de Estado que los telegrafistas sevillanos que habían acudido a una inmensa fiesta en el Retiro30 habían declarado un curioso incidente acaecido el mismo día de la sublevación. El cónsul italiano pretendió que Telégrafos cursara un telegrama redactado en su idioma y en el que se daba por triunfante el intento de golpe y se afirmaba que el pueblo lo secundaba con entusiasmo. Para evitar el envío de tal comunicación, el oficial de Telégrafos indicó al expedidor que sin la firma del general Sanjurjo no podía hacerse cargo de ella. Al cabo de cierto tiempo volvió el cónsul con el requisito cumplimentado. Se le informó entonces que, aun así, no se cursaría el telegrama. No contento, el cónsul siguió en automóvil a algunos de los oficiales cuando salieron de la Central para dar cuenta de lo sucedido.31 




			Esta pequeña anécdota es relevante por varios motivos. Sabemos que al cónsul italiano se le habían acercado meses antes personas descontentas con el nuevo régimen republicano. También que el aviador Juan Antonio Ansaldo (un hombre fundamental en los contactos clandestinos con los fascistas) había viajado a Italia pocos meses antes. Esto puede indicar que el cónsul hubiera recibido instrucciones de proceder como lo hizo. También el que Sanjurjo firmara el telegrama manifiesta, salvo error, que no le ocasionó la menor sorpresa. El impacto que la información reseñada produjo en el Ministerio de Estado no es difícil de estimar y reforzaría las medidas que ya se habían comunicado a la red diplomática y consular española implantada en Francia. 




			En la masa de comunicaciones de esta red con las autoridades centrales destacan dos aspectos. El primero es que muchos de los diplomáticos en puestos del país vecino se esforzaron por informar de los exiliados o refugiados siguiendo las instrucciones emanadas de Madrid. Así, por ejemplo, a uno de quienes en 1936 se pasaron a los sublevados y que destacó en la publicística del franquismo, el entonces cónsul en Bayona, Virgilio Sevillano Carbajal, le faltó tiempo para dar pelos y señales de los monárquicos más significados que vivían en su distrito. El 17 de agosto informó de algunos nombres muy importantes: Gabriel Maura y Gamazo, José Calvo Sotelo, José Antonio del Arco, Juan de la Cierva y Peñafiel, Francisco Moreno y Zulueta, etc. Sin embargo, días más tarde, Sevillano reconoció que le era difícil identificar a quienes de entre ellos desplegaban una actividad política, en medio de rumores contradictorios que iban desde la simple murmuración antirrepublicana al empeño genuino en labores promonárquicas. Distinguió en particular no a Calvo Sotelo o a Andes, sino a Antonio del Arco, conde de Arcentales. Acompañó una larga lista de más de noventa nombres de los inscritos en el consulado y añadió cuatro no inscritos, así como una cincuentena de entre los inscritos y residentes habituales, sin contar con los cónyuges correspondientes. Las listas se leen en ocasiones como tomadas de un pequeño Gotha de la nobleza española.32 




			El Gobierno destinó a agentes de policía a ciertas embajadas e incluso consulados. En ello siguió pautas que tenían sus raíces en la experiencia anterior. En sus memorias, Mola, que fue el último director general de Seguridad antes del advenimiento de la República, dio algunas indicaciones de la labor que sus agentes y sus redes de informadores desarrollaron en el extranjero, particularmente en París. Es de suponer que el nuevo Gobierno no continuó con ellos, pero no hemos logrado documentarlo. El sucesor de Mola fue un general auditor del Ejército, Carlos Blanco Pérez, impuesto por Alcalá-Zamora al ministro de Gobernación Miguel Maura y que apenas duró en el cargo. No le daría tiempo de realizar grandes cambios, pero sí mantuvo a un policía, Francisco Mata Casas, que estaba agregado a la embajada en París.33 Su sucesor a partir de mayo de 1931 fue Ángel Galarza, entonces miembro del Partido Radical Socialista y conocido adversario de la dictadura. Permaneció en el puesto hasta diciembre de aquel año.34 Le siguió Ricardo Herraiz durante dos meses y medio. La expansión de la red de agentes en el exterior debió de producirse con ellos o con su sucesor, Arturo Menéndez, artillero y del Servicio de Aviación, nombrado en marzo de 1932 y que cesó a causa de los acontecimientos de Casas Viejas.35 Entre los contactos en la DGS de Matas figuró el inspector del Cuerpo de Investigación y Vigilancia Samuel Martín Domínguez, de quien no hemos encontrado muchos datos, salvo que fue separado del servicio por los vencedores en la guerra civil en 1939.36 




			Sea como sea, para nuestros propósitos destacan como puestos importantes para agentes de la DGS los de París, Roma, Bruselas y el consulado de Marsella. Sus informaciones, unidas a las obtenidas por canales y contactos diplomáticos con las autoridades de los países de acogida, presentan un cuadro bastante completo del tipo de actividades abiertas, es decir, de propaganda antirrepublicana. A veces con insinuaciones que no sabemos si cayeron bien en Madrid pero que, ciertamente, para los encargados de la seguridad de la República no podían dejar de ser interesantes. En el período más importante desde nuestro punto de vista, el Ministerio de Estado transmitió tal tipo de informaciones al de Gobernación, ya regentado por Casares Quiroga. Merece destacarse tal extremo porque este último parece que se olvidó de aquellas actividades cuando ocupó la presidencia del Consejo y, para colmo, el Ministerio de la Guerra en mayo de 1936. Es más, uno de los subsecretarios de Estado, Justo Gómez Ocerín, que transmitía formalmente las informaciones, llegó a ser embajador en Roma en el período que precedió al golpe. ¿También se olvidó?37 




			Las representaciones diplomáticas y consulares recibieron fondos para pagar a confidentes. Se conservan multitud de informaciones puntuales, con frecuencia exageradas, pero no sabemos si en Madrid el aparato diplomático o el de seguridad las filtraba adecuadamente o no. Para el período posterior a la Sanjurjada hemos dado una muestra en la obra precedente. En la presente nos llama la atención un despacho del 4 de enero de 1933 procedente del consulado de Bayona, al frente del cual seguía Sevillano Carbajal. Se le había dicho, con mayor amplitud que la acostumbrada, que se preparaba un movimiento para dentro de dos meses, dirigido por las mismas personas que las del 10 de agosto, pero con la ayuda esta vez de Lerroux y parte de su partido, pues «así como en la intentona última no quiso Lerroux dar su apoyo, aunque consintió, esta vez está dispuesto a dar su apoyo efectivo». Sevillano continuó: «Cuentan con dinero de los radicales, y según ha podido deducir el confidente el Banco Herrero de Oviedo serviría de banquero en esta nueva intentona». 




			En tal intento parecía que estaban involucrados diversos personajes, más o menos conocidos, pero nosotros destacamos la referencia a «varios oficiales de Caballería de Alcalá de Henares», porque, efectivamente, hubo un conato de revuelta en tal ciudad. En este despacho surge, que sepamos por primera vez, la noción de que el «Jefe que se nombrará será con toda seguridad FRANCO» (lo ponemos en itálicas con el nombre en mayúsculas para resaltarlo). 




			También es interesante el despacho de 4 de enero por otra razón. Sevillano solicitó, con toda lógica, que se le dijera si las informaciones que transmitía se confirmaban o no, para poder comprobar de alguna manera la veracidad, o falta de ella, de su o sus confidentes. Él se limitaba a transmitir lo que le decían «sin poder hacer afirmación alguna sobre su veracidad». Nos tememos que pudo no tener demasiadas respuestas. 




			De nuevo surge el nombre de FRANCO en una confidencia transmitida por el mismo consulado en Bayona y que Gómez Ocerín reenvió el 9 de febrero de 1933 a su colega de Gobernación, Carlos Esplá. Decía, entre otros temas, lo siguiente: «Sigo advirtiendo General Franco muy en contacto con París y allí preparando muchas cosas». 




			Estos despachos tienen gran importancia. Son los primeros, insistimos, en que el nombre del futuro Caudillo aparece, aunque no nos consta que Franco estuviera entonces mezclado en ninguna conspiración. Hemos de especular que los informantes del cónsul en Bayona,38 entre quienes abundaban exiliados monárquicos y sus séquitos, murmuraban el nombre del general como candidato posible a un golpe deseado, pero en aquellos momentos poco practicable. Bayona terminó convirtiéndose en un punto importante a la hora de captar informaciones sobre lo que ocurría en España. Para la primavera de 1936 se conservan los informes que un inspector de policía francés y sus servicios recogían de entre los medios de la emigración con, en general, noticias, chismorreos e informaciones más que dudosas. 




			Fue la embajada en la capital francesa la que transmitió mayor número de informaciones sobre manejos monárquicos y no monárquicos. Tenemos la impresión de que también centralizaba lo que captaban otros consulados españoles en Francia. Su papel fue fundamental, como correspondía a la representación oficial del Estado. El 12 de diciembre de 1932, el director general de Seguridad francés invitó al encargado de Negocios, José María Aguinaga,39 a que fuera a verle. Había recibido algunas noticias recogidas por sus propios servicios respecto a la actuación de algunos elementos españoles en el país. A tal efecto le leyó un informe bastante completo relativo a las actividades libertarias en Marsella, Burdeos, Arlés y Narbona. Precisó que lo hacía a título estrictamente confidencial y rogó que, cuando en España se procediera a las oportunas investigaciones, no expresara el origen de las noticias que había proporcionado. Como es lógico, el alto funcionario francés se cubría las espaldas sabiendo pertinentemente que Aguinaga no podría hacerle caso. 




			Uno de los párrafos del informe merece ser transcrito tal cual. A él nos referiremos en uno de los capítulos finales de este libro cuando abordemos una referencia al movimiento anarquista. 




			 




			Dichos elementos se movían en el sentido de provocar agitaciones (…) que o habrían de coincidir con movimientos provocados por elementos monárquicos o ser determinados por propios elementos sindicalistas sin esperar a ese género de coincidencias. Monsieur Thomé estimaba podía ser útil no desdeñar la actuación de dichos elementos [...] Volvió a ofrecerse a colaborar con el que suscribe en el sentido de comunicación recíproca de cuantas noticias o referencias nos llegaran [...] reiterando sus buenos deseos y los del Gobierno de la República francesa en el particular. 




			 




			Pocas semanas después se produjeron algunos motines anarquistas en Cataluña. Cabría pensar que fuera a tal posibilidad a la que se refiriera Thomé, y si alguien leyó el despacho con atención, bien fuese en Gobernación o Estado, probablemente extrajera conclusiones de tal tenor. Además, Thomé advirtió de que había llegado a sus oídos que se preparaba un atentado contra Azaña, en el que estaría implicado un tal Ramón Sales, uno de los fundadores de los denominados Sindicatos Libres, furiosamente antianarquistas, y entonces exiliado en Francia. Sales, de adscripción tradicionalista (jaimista), protegido de Severiano Martínez Anido, ministro de Gobernación con Primo de Rivera y de nuevo con Franco como ministro de Orden Público, caería más tarde en la órbita de Calvo Sotelo. Por el contrario, el director general francés redujo la agitación monárquica tras el regreso a España de Antonio Goicoechea y el conde de Vallellano, y afirmó que el general Barrera parecía haberse calmado. Aguinaga lo atribuyó a las gestiones realizadas por Madariaga40 cerca del presidente del Consejo y ministro de Exteriores, Édouard Herriot, y con el propio director general de Seguridad. 




			Incluso el propio embajador no tuvo el menor inconveniente en transmitir el 14 de noviembre de 1932 dos informes que le había elevado el agente de policía incrustado en la embajada. Uno de ellos se hacía eco de presiones de Alfonso XIII por desencadenar un movimiento promonárquico que borrase el fracaso del 10 de agosto. En algunos círculos españoles de París se consideraba que subsistían concomitancias entre los elementos monárquicos y los anarcosindicalistas (también se añadía a los comunistas), pero que cada uno esperaba engañar a sus aliados circunstanciales. Mata recordó que en las guarniciones de toda España existían oficiales monárquicos y comprometidos en secundar el movimiento, que los terratenientes y exgrandes de España estaban dispuesto a dar una batalla a la desesperada para evitar el despojo de sus fincas tras la futura ley de reforma agraria y que aportaban grandes sumas de dinero al general Barrera. Estos extremos no carecían de fundamento. 




			Otros puntos se acercaban más a la realidad. Por ejemplo, que contaban con la benevolencia del Gobierno italiano, habida cuenta de la amistad que unía a los monárquicos con algunos ministros fascistas. También con la del británico, por razones de parentesco al ser la esposa de Alfonso XIII nieta de la reina Victoria. (Esto se murmuraba, pero que yo sepa jamás se ha documentado.) 




			Era francamente difícil hacerse una idea en Madrid de lo que había de cierto y de fantasía en este tipo de informes, que Estado transmitía sistemáticamente a Gobernación. Contenían ideas que se materializaron, más o menos, en julio de 1936. Por ejemplo, la noción de que se levantaría un gran número de guarniciones previamente comprometidas; que el escenario en que uno de los grupos engañase a otro ocurrió efectivamente; que en Marruecos se produciría una fuerte campaña de preparación; que se daría el grito de «¡Viva la República!» para despistar; que tendría como finalidad implantar una dictadura militar, aunque después «los elementos afines monárquicos tratarán de desviar(la) hacia su ideología», etc. También se auguraba que Calvo Sotelo y sus seguidores preferían proceder por la vía electoral. Muchos de estos aspectos se reiteraron en un informe del 14 de junio de 1933 en el cual ya se hacía hincapié en 




			 




			la importancia capital que la persona que me informa da a los elementos de aviación con quienes cuentan y en un plan de la envergadura del presente es comprensible el papel que jugaría el arma indicada.41 




			 




			Este parrafito es muy significativo. Reflejaba una obviedad. Se había visto en la primera guerra mundial. Los españoles lo habían probado en las guerras de Marruecos. La aviación militar tenía para entonces en España unos cuantos años. Todo esto son evidencias que no necesitan elaboración. Pero, en la preparación de un golpe militar, es la primera vez que aparece por escrito. Al menos que sepa quien esto escribe. Tres años antes de que se planteara con urgencia la cuestión de su adquisición. Y todavía hoy hay autores que atribuyen al genio de Franco el que se le ocurriera solicitar aviones al extranjero (léase potencias fascistas) al comienzo de su sublevación desde Tetuán. O que a Mola no le pasara por la cabeza hasta después del semifracaso del golpe… 




			Otra cosa fue cuando el capitán agregado militar adjunto Gonzalo Navacerrada almorzó con Mata y un inventor aragonés llamado Rafael Suñén Beneded.42 Este trataba de vender su idea de cómo producir petróleo sintético, era amigo de Barrera y había militado como activista monárquico. Suñén les dijo que depositaban grandes esperanzas en la Marina de Guerra, que el movimiento sería en extremo violento, que se levantarían numerosas guarniciones, que existía un núcleo fuerte en Marruecos, que muchos funcionarios supuestamente adictos al régimen dejarían caer la República. El resumen de Navacerrada fue el siguiente: 




			 




			– Existía una conspiración. 




			– Había planes para una restauración monárquica.  




			– La alentaba el temor a la desmembración de España. 




			– El futuro movimiento tendría mucha mayor importancia que el de agosto de 1932. 




			 




			¿Alguien hizo caso? 




			 




			PROPAGANDA CONTRA LA REPÚBLICA 




			 




			Tampoco había disminuido la propaganda monárquica contra la República. Se manifestó en Francia, y en francés, y en el Reino Unido, en inglés, a través de folletos de rara virulencia. En el primer caso, todo hace pensar que el autor fue un redactor de la Action Française, siempre apoyando al grupo calvosotelista en torno a Acción Española. En el segundo, fue obra conjunta de varios monárquicos ingleses y españoles, entre los que destacó el inefable corresponsal en Londres de ABC Luis Antonio Bolín. La idea estribaba en tratar de influir en la opinión pública de ambos países y, en el segundo, de los círculos más conservadores con fácil entrada en las covachuelas de Westminster y de Whitehall. En Francia el folleto no se puso a la venta y estaba más bien destinado a su reparto gratuito. No carecía de ambición: se trataba de una apelación a la conciencia universal y, en particular, a la Sociedad de Naciones (SdN), a los Institutos y Academias de Derecho y a los Parlamentos del mundo entero. Denunciaba los atentados a los derechos más elementales del hombre y del ciudadano cometidos por el Gobierno español: España vivía al margen de la Constitución y la Ley de Defensa de la República había hecho del ministro de la Gobernación el irresponsable dictador del país. Las Cortes habían dejado de representarlo, el poder judicial había sido aniquilado, no existía libertad de prensa, para colmo tampoco la libertad individual ni la de conciencia. No se respetaba la propiedad privada. Se echaba a los funcionarios poco complacientes y el rencor y la venganza campaban a sus anchas por toda la geografía española. ¿Resultado? España en el año 1932 era ya casi un remedo soviético.43 




			El resumen era que en España no existía sino un poder dictatorial, duro e implacable, encarnado en la persona del jefe del Gobierno y de su segundo, el ministro de la Gobernación. La República conducía fatalmente hacia un régimen a lo ruso. La ruta estaba abierta para «todos los extremistas, deseosos de crear un Estado anarco-sindicalista [sic] en el Occidente de Europa». La ensalada mental y política culminaba todavía más salvajamente: 




			 




			Así se verá la realización del plan de Trotski cuyas instrucciones de Privkip (Turquía), del 31 de enero de 1931, a los revolucionarios españoles se cumplen rigurosamente. Europa se verá entre dos fuegos, uno en Oriente y el otro en Occidente. Este último fuego quedaría en manos de Béla Kun, el antiguo dictador rojo de Hungría, y de Casanellas, el asesino del presidente del Gobierno, Dato, y piloto en el ejército soviético. 




			 




			Hay otro mensaje no explícito en la selección de los personajes. Tanto a Trotski (Lev Davídovich Bronstein) como a Béla Kun se les imputaba, además, el pecado original e insalvable de ser judíos. Esa naturaleza perversa, denunciada por el antisemitismo rampante, fue una constante que permaneció por encima de los avatares políticos de cada cual, ya fuese un Trotski despojado de todos sus cargos y exiliado desde 1929 en la isla turca de Büyükada, o un Béla Kun44 derrotado y convertido en burócrata de la Komintern, observado por Stalin con permanente desconfianza. Tal antisemitismo (con émulos en España) afloraría con desastrosas consecuencias en la Francia de Vichy. En todo caso, el redactor o redactores de este panfleto estaban ligados al semanario de extrema derecha Je suis partout y copió o copiaron argumentos que habían aparecido en él. Como es notorio, se trata de una publicación que fue haciéndose crecientemente pronazi y que se convertiría en el órgano cuasioficial de la colaboración con el Tercer Reich. 




			Encima se afirmaba que todo lo que precedía era rigurosamente exacto y que podía controlarse sin la menor dificultad. «Dándolo a la publicidad, para que se entere la opinión pública mundial, nosotros nos limitamos a cumplir un deber elemental de veracidad y de civismo.» 




			Pensar que los bulos y los «trumpismos» son de nuestra época es desconocer radicalmente los tiempos pretéritos en los que la «vesania roja» reinaba en España. Su adecuación a las circunstancias actuales no debería sorprender a los españoles o europeos de hoy. Tal es la lección que muchos «aprovechados» extraen del pasado. Los autores de tamaños dislates eran franceses. Los conspiradores, a la hora de preparar los ánimos para la sublevación del 18 de julio, mostrarían ser excelentes discípulos. 




			El disparate del panfleto monárquico encuentra un contrapeso en un análisis que, al ir llegando a su fin el año 1932, envió Grahame a Londres. Los comentarios en el Foreign Office fueron entusiastas. «No hay nada en este admirable despacho con lo que necesitemos estar en desacuerdo.» Azaña, tan vilipendiado por sus enemigos y adversarios políticos, suscitó los más entusiásticos parabienes: «Es un hombre fuerte, con el más afinado olfato político. Golpea alternativamente a los reaccionarios y a los extremistas por igual y siempre con fuerza en ambos casos». ¿Qué decía, pues, el embajador británico? 




			Simplemente que estaba en completo desacuerdo con lo que se afirmaba en la prensa derechista e incluso en algunos periódicos extranjeros sobre las supuestamente medidas dictatoriales adoptadas por el Gobierno. Era cierto que no tenían la perfección como las que imperaban en regímenes constitucionalistas que en la memoria de los vivos no habían pasado jamás por una revolución. En España, si había una dictadura, era la parlamentaria. La Ley de Defensa de la República la obtuvo gracias a que la mayoría de los diputados la aprobaron. Todas las medidas legislativas habían tenido el apoyo mayoritario. Era cierto que el Ejecutivo disponía de amplios poderes, pero siempre respaldados. 




			Para Grahame, la República era un régimen de progreso y en progreso. Bajo la Monarquía, España había sido un país atrasado y sus instituciones políticas difícilmente ofrecían la posibilidad de avanzar en un sentido moderno. El libre juego de las fuerzas representadas en el Parlamento era algo casi desconocido y la dictadura primorriverista había acabado por eliminarlo. Las fuerzas que controlaban el Estado apenas si habían permitido una apertura, salvo quizás en el caso de Cataluña. Ya se olvidaba que los cambios acaecidos se habían logrado sin conflictos sangrientos. Se desconocía con frecuencia que una revolución democrática en el segundo cuarto del siglo debía tener algunas características nuevas y entre ellas la de que los cambios debían favorecer a los más desposeídos, en ocasiones forzándolo. 




			Aquí se encontraba el problema fundamental. Dejadas a ellas mismas, las clases afortunadas harían todo lo posible por negarse a aceptarlos. A Azaña le correspondía, más que a ningún otro, el mérito de intentar resolver dicho problema. Una persona más débil quizá no hubiera podido enfrentarse a las demandas, a veces excesivas, de las clases trabajadoras y si los reclutas que afluían a los cuarteles se hubieran visto infectados con el virus de la revolución roja cualquier cosa hubiese podido ocurrir. El proletariado anarquista habría contado con la fuerza armada en vez de tenerla en contra.45 




			El embajador no ocultaba las opiniones políticas que, naturalmente, inspiraban su análisis. Conservador decente, alejado de todo extremismo, en su gestión como embajador hasta el verano de 1935 siempre mantuvo la cabeza sobre los hombros, sin dejarse llevar a ninguno de los extremos. Algo que, ciertamente, no hacían muchos de los corresponsales de su país en España. 




			Tras el panfleto monárquico, la abundancia de informes sobre la conspiración disminuye, en la documentación utilizada, con el paso del tiempo. De todas maneras, y para no aburrir al lector, me limitaré a señalar solo uno. El 4 de junio de 1934 —es decir, meses después de la firma del acuerdo secreto con los italianos de finales de marzo—, el ministro consejero Cristóbal del Castillo —que también se pasó a los sublevados en julio de 1936— remitió al Estado un despacho en el que según fuentes confidenciales Quiñones de León había hablado en el Hotel Meurice con un periodista francés que no ocultaba sus simpatías por Alfonso XIII. El exembajador de la Monarquía afirmó que el exrey había ido a la isla de Malta a buscar a su hijo don Juan para darle a conocer que no renunciaría jamás a sus derechos sobre el trono de España y prevenirle contra las proposiciones e intrigas de que pudiera ser objeto por parte de ciertos monárquicos tibios o indiferentes con respecto a él, su padre. Esto respondía a una realidad, y precisamente Calvo Sotelo pertenecía a este último grupo. En España los elementos monárquicos, dirigidos por el conde de Romanones, consideraban que la República no podría mantener sus promesas en lo que se refería a la reforma agraria, ya que los sindicatos «extremistas» iban más allá de lo que el Gobierno estaba dispuesto a consentir. No se dijo, a lo que parece, que en aquel período de dominación radical-cedista, el Gobierno era el último en desear la reforma agraria aprobada en el bienio precedente. 




			En resumen, en este epígrafe hemos visto desfilar nombres, ideas más o menos trabajadas, intenciones en un barullo que desafía toda interpretación unívoca. La embajada y los agentes de seguridad incrustados en ella o en los consulados, con sus redes de confidentes e informantes, remitían a Madrid las noticias y rumores que les llegaban. Estado las repercutía a Gobernación. Hasta aquí todo correcto. Lo que no sabemos es qué tipo de análisis se hiciera en la capital ni tampoco si se elevaban, unos y otros, a los órganos competentes del Ministerio de la Guerra o de la Presidencia del Consejo. 




			Si no se hacía, habría sido evidentemente una dejación. Si se hizo, los resultados están por descubrir. Ahora bien, no hay que darse golpes de pecho demasiado fuertes. El Reino Unido disponía de infinitamente mayor experiencia que España en temas de seguridad. De inmediato, después de la primera guerra mundial los interceptores de telegramas se pusieron de nuevo en marcha. Entre las comunicaciones captadas y descifradas figuraban las de amigos y potenciales adversarios. Las más significativas se han desclasificado. Por ellas se observa que las traducciones al inglés seguían un tratamiento específico. Circulaban dentro de sobres azules (de ahí su denominación de blue jackets) y se destinaban a los responsables más elevados del Estado británico: Su Majestad, el primer ministro, los ministros de Asuntos Exteriores y de la Guerra, el jefe del Estado Mayor imperial y sus colaboradores más inmediatos. Lo que se ignora son los comentarios o explicaciones eventuales que hicieran los servicios competentes, porque parece lógico que a tan excelsos destinatarios no se les podía suministrar solo información en estado bruto. Pues bien, tales explicaciones no se encuentran por ninguna parte. Al menos, hasta ahora. Si desaparecieron, por algo será. 
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			Italia, territorio «hostil» 




			 




			And be one traveler, long I stood 




			And looked down one as far as I could1 




			 




			El título de este capítulo es voluntariamente provocador. Durante el período republicano pasaron por Roma y los numerosos consulados en Italia muchos diplomáticos españoles que, verosímilmente, no se sintieron en «territorio comanche». Sin embargo, desde que meses antes de la Sanjurjada el Duce decidió empezar a sostener la movida monárquica fue evidente que la actitud italiana hacia la República iba a discurrir por, al menos, cinco carriles: los dos primeros fueron los diplomáticos y militares normales en los que, hasta julio de 1936, se guardaron las formas; el tercero comprende las relaciones de prensa (en una mezcla de confidencialidad y apertura); el cuarto lo constituyeron los servicios de inteligencia, oculto, pero aceptado, y el quinto y último el que a la postre fue el más importante (el del apoyo a los conspiradores monárquicos). Este fue el núcleo central de la investigación en que demostré que el golpe de 1936 tuvo tres componentes: el monárquico, el fascista y el militar. Para comprenderlo es preciso dar unas cuantas pinceladas sobre las ambiciones del Duce. 




			 




			LA ITALIA FASCISTA PROCLIVE A LA AGRESIÓN 




			 




			G. Bruce Strang ha sido uno de los autores que más ha destacado cómo la inquina del Duce contra los adversarios del fascismo refugiados en el extranjero (fuorusciti) tenía una larga historia porque «excitaban a todas las fuerzas antifascistas del parlamentarismo democrático, de la Segunda y de la Tercera Internacionales y de la SdN».2 Esta malquerencia, expresada en 1926, se avivó con la llegada de la República en España, de la misma forma que también lo hizo con la entrada en acción, diez años más tarde, del Frente Popular en Francia. 




			En realidad, era difícil que la instauración de una República democrática, a contrapelo de las tendencias al fortalecimiento y capacidad de irradación del régimen fascista, se viera con buenos ojos en Italia. Se manifestó en los aforismi de Mussolini y en lo que representaban: su declarado odio hacia el liberalismo, la democracia y el parlamentarismo. Añádase a ello el que el Duce también tenía contra el comunismo y la masonería. Todos aspectos muy conocidos y bien estudiados. Jean-Marie Palayret ha recogido lo que nos parece ser una primerísima reacción de los círculos dirigentes fascistas a la evolución política española. No trascendió, pero no por eso es menos significativa. 




			En su Diario, el entonces ministro de Asuntos Exteriores fascista, el conocido jerarca Dino Grandi, anotó el mismo 14 de abril de 1931, es decir, de manera inmediata: 




			 




			Es una noticia bastante triste para nosotros. La República en España implicará probablemente una alianza con Francia, una relación de vasallaje con respecto de París […] Significa que Italia ha perdido la batalla por el Mediterráneo incluso antes de haberla empezado a dar […] Puede significar la continuidad de Francia con su imperio africano.3 




			 




			Naturalmente, podría afirmarse que se trató de una reacción inmediata, pero hay dos factores que conviene subrayar. El primero es una visión geoestratégica y geopolítica de la situación en el Mediterráneo occidental, algo que será una constante que aflorará en ocasiones en la visión italiana de sus relaciones con el país vecino. El segundo, que Grandi se adelantó a su tiempo. En 1931 Italia no estaba en condiciones de dar aquella batalla, pero la idea de la misma estaba ya presente. Como ha señalado otro profundo conocedor del período, el objetivo de la política fascista debía estribar en imponer el impero italiano en el Mediterráneo y Mussolini fue un ferviente partidario de esta teoría. Ya en la agonía de la Monarquía española, había indicado a Grandi sus intenciones, según el diario de este:4 




			 




			Tenemos que luchar contra Francia, pero la guerra debe prepararse con diplomacia, armas y un espíritu propicio [...] Alemania e Italia algún día serán aliadas [...] Si queremos que el fin último de nuestra acción diplomática (la alianza italo-germana) tenga éxito, habrá que presentarlo no como el resultado de una política nacida de la necesidad por parte nuestra [...] sino como un producto de nuestra voluntad [...] y entonces estaremos al lado de Alemania… 




			 




			Las confidencias del Duce al entonces ministro de la Guerra, el general Pietro Gazzera, no fueron menos reveladoras. De las conversaciones con Mussolini el 11 de junio de 1929, el 30 de mayo y 23 de diciembre de 1930 y el 22 de julio de 1932 desprendió el siguiente diagnóstico: 




			 




			Alemania está desarmada. Ninguna negociación para cooperar contra Francia [...] En caso de guerra tal vez los alemanes se pongan [a nuestro lado] contra Francia, pero por el momento no tienen armas… Tenemos el poder de decidirnos a favor de una guerra [...] cuando las tropas [francesas] desalojen Renania el 1.º de julio. Ya veremos lo que pasa en Alemania. Es todo un giro… Debemos tener en cuenta que podemos estar en guerra contra Francia y Yugoslavia dentro de cuatro o seis años… Ya hemos dado un par de pasos hacia Berlín, es decir, Budapest y Viena. Llegaremos hasta el último. Pero somos nosotros los que debemos ser activos con Alemania y no pasivos. Debemos arrastrar [...] y no ser arrastrados. [...] Estaremos en guerra entre 1935 y 1936 [...] Dentro de cuatro o cinco años Alemania se hallará en condiciones de entrar en guerra contra Francia…5 




			 




			Numerosos autores han señalado que buscar consistencia en la política exterior de Mussolini es un vano intento. Han subrayado su volatilidad, su adaptación a las circunstancias, su capacidad de aprovecharse de las situaciones si y cuando se presentaban, etc. En general, el caso de España surge como demostrativo de estas supuestas tendencias. Nos parece más congruente, precisamente pensando en el caso español, señalar que el vector imperialista fue ganando muchos enteros, paso a paso, en la estrategia del fascismo italiano, desde Libia hasta España y Albania, pasando por Abisinia. Bien como respuesta a las ambiciones del Duce o para, en ocasiones, evacuar presiones internas. La literatura que ha examinado este cambio lo presenta, desde hace muchos años, como el reflejo del deseo de «establecer la hegemonía italiana no solo sobre el limitado mare nostrum en torno al Adriático sino sobre la totalidad del Mediterráneo». Superaba con mucho las ansias de expansión anteriores a Mussolini y, como ha señalado Cassels, implicaba que «el éxito en ultramar suplantó al cambio interno como la raison d’être del fascismo en el segundo decenio»,6 cuando la primacía de la política exterior quedó asegurada. Nuestra tesis es que, en esta primacía, estudiada esencialmente en la dimensión balcánica, africana y de Oriente Medio, España no había tardado en entrar, de cara a una eventual y futura confrontación con Francia. Cabe insertar el famoso acuerdo de 1934 en el período en el que, según Gooch, Mussolini empezaba a moverse con fines imperialistas,7 a pesar de que el ejército italiano y la Regia Aeronautica estaban perdiendo la carrera por aproximarse a los franceses. 




			Los designios agresivos italianos se materializaron tras un largo período de incubación poco después de que, el 8 de febrero de 1934, Mussolini reuniera a sus jefes militares y a su subsecretario de Exteriores, Fulvio Suvich, para informarles de que, si todo iba como planeaba, la operación contra Abisinia debía empezar al año siguiente. En mayo, ya se preparaban los niveles de fuerza necesarios para la operación. Es cierto que hubo un momento de duda tras el asesinato del canciller Dollfuss en julio en Austria, pero algunos incidentes italo-abisinios en noviembre alumbraron de nuevo la llama.8 En un memorando secreto el Duce plasmó, al mes siguiente, cuando la República se ensimismaba en las consecuencias de la revolución asturiana, los planteamientos sobre lo que consideraba evolución negativa en el país africano: centralización del poder en las manos del emperador etíope Haile Selassie y modernización del ejército.9 En consecuencia, los preparativos para la futura guerra se aceleraron, en contra de la opinión del jefe del Estado Mayor de las fuerzas armadas, el general Pietro Badoglio. 




			Mussolini, que no se había cerrado a mantener contactos informales con Hitler, preparó con cuidado el terreno diplomático, jugando alternativamente con unos y con otros. Con Francia e Inglaterra formó en abril de 1935 el «frente de Stresa», para generar la posibilidad de tener mano libre en la futura invasión. Cuando se dio cuenta de que tal no sería el caso, continuaron los contactos con el Tercer Reich.10 La invasión se produjo en octubre de 1935. La SdN impuso sanciones económicas. Las fuerzas armadas italianas tuvieron que apretarse el cinturón y ponerse en plan de autarquía de guerra. Sus avances iniciales sufrieron algún que otro revés, sobre todo de naturaleza logística, y Mussolini apremió al general Emilio de Bono para que reemprendiera la agresión. No se escatimaron medios, incluido el empleo de gases asfixiantes. 




			Los gobiernos radical-cedistas capearon como pudieron la tormenta. Se aferraron a la política acordada en el seno de la Sociedad de Naciones. Era, como es bien sabido, el polo fundamental de la acción exterior española desde el advenimiento de la República. Los italianos atacaron ferozmente el foro ginebrino. Madrid, con el agrario José Martínez de Velasco en el Ministerio de Estado,11 argumentó en favor de su libre y soberana apreciación teniendo en cuenta las consecuencias de los compromisos contraídos al ratificar el Pacto (Covenant) que dio vida al organismo internacional. También considerando cómo tales compromisos entraban en juego al producirse acontecimientos que no estaba en manos españolas evitar. 




			Frente a tales acontecimientos, sometidos a detenido e imparcial estudio, los delegados de todos los Gobiernos representados en el Consejo de la SdN, excepto los italianos, se vieron en la obligación de afirmar que el Ejecutivo italiano había recurrido a la guerra en violación del artículo 12 del Pacto. No se ocultó al Gobierno español las graves consecuencias que implicaba tal decisión, ya en sí tan penosa para un país unido a Italia por lazos de cordial amistad. Pero ni la evidencia de los hechos ni la claridad de las obligaciones contraídas le permitían otro recurso que coincidir con una decisión adoptada a la unanimidad.12 




			Se hizo, pues, profesión de amistad. Al Gobierno italiano le constaba que el de la República había hecho desde el primer momento todo lo que estaba de su parte para que el conflicto se resolviese por vía pacífica. Sus delegados en Ginebra aportaron sus esfuerzos de conciliación a los de otros Estados miembros para que se tuvieran en cuenta los puntos de vista del Gobierno de Roma. No era posible argumentar que el fracaso de la conciliación fuese responsabilidad española. No obstante, consciente de la posible gravedad de la decisión del Consejo de la SdN, y animado como siempre por el deseo de laborar por la paz y de manifestar una vez más su afecto y simpatía hacia la nación italiana, España no cesaría en su empeño para llegar cuanto antes a una solución que armonizase los intereses de las partes y el espíritu del Pacto. Esta reacción que trataba de conciliar lo inconciliable, redactada en el más puro estilo diplomático destinado a no abrir heridas ni a hurgar en las que se hubiesen producido, se transmitió a Roma el 23 de noviembre de 1935.13 




			El desplazamiento hacia Abisinia (único país africano no colonizado) del centro de atención imperialista impuso a Mussolini una desviación con respecto al Mediterráneo y puede interpretarse de diversas maneras. En nuestra opinión, después de Libia, constituía un objetivo permanente de las ansias italianas de imperio, aunque fuese —como ha bromeado algún autor británico— un «Imperio de los pobres». Nuestra tesis es que, tan pronto como fue ocupada contra viento y marea y vencida la resistencia de los indígenas gaseados y masacrados, Mussolini volvió a concentrarse en Europa primero y en España después. Veamos algunos datos. 




			El 31 de enero de 1936, el Duce indicó a un periodista nazi, Roland von Strunk, miembro de las SS, que Francia se había portado mal con Italia, que los franceses eran egoístas y chovinistas y que tratarían de enfrentar a Italia con Alemania.14 La realidad es que Mussolini no se resignaba a jugar en segunda fila, por detrás de Francia, en la escena europea e internacional y pensaba que París no estaba dispuesto a compartir el papel protagónico que había asentado en Versalles y Locarno. 




			No mucho después, el 22 de febrero, Mussolini recibió por la noche al embajador del Tercer Reich en Roma, Ulrich von Hassell. Fue una entrevista importante, al comienzo de la intensificación de los contactos subterráneos entre las dos dictaduras. Las armas fascistas acababan de lograr una gran victoria en Abisinia. El embajador informó de que Hitler divisaba en la situación política del momento una serie de puntos negros muy peligrosos. La Unión Soviética ocupaba el primer lugar. No en el sentido de que Moscú preparase un ataque o una revolución hacia fuera, sino más bien en la necesidad de una destrucción sistemática de todos aquellos factores que se oponían al bolchevismo. Esto lo facilitaba la existencia de una serie de gobiernos lábiles en diversos países. Hay que señalar que para entonces las credenciales antisoviéticas de Hitler estaban bien establecidas. Hoy sabemos, además, que ya a principios de febrero de 1933, a los pocos días de haber llegado a la Cancillería, había informado a sus generales acerca de sus propósitos de, cuando la ocasión se presentara, ajustar cuentas con Stalin y su sistema. 




			Lo interesante de la entrevista fue la ampliación que hizo Von Hassell. Obsérvese que transmitió una impresión de Hitler elaborada en términos muy generales. El embajador, sin embargo, añadió que describió al Duce los fenómenos que se daban en tal sentido en algunos países, como en primer lugar España, Rumania, Checoslovaquia y Francia.15 Es difícil pensar que Von Hassell no lo hubiera hecho sino para reforzar las preconcepciones que, sabía, tenía su interlocutor. Estas últimas suponemos que habrían encontrado elementos nutricios en el informe de Pedrazzi del 18 de febrero, en el que, tras recalcar el triunfo del Frente Popular, lo achacó en parte a las «presiones activísimas», en cierta medida financiadas indirectamente por Rusia, para «ayudar a las formaciones del bloque de izquierdas y el voto disciplinado de los elementos comunistas».16 




			El mismo día de la entrevista con Von Hassell, el subsecretario de Exteriores fascista telegrafió a Grandi, embajador en Londres, para incitarle a que hiciera llegar a sus interlocutores ingleses la grave preocupación del Duce ante la victoria de las izquierdas en España y el probable éxito de las izquierdas en Francia. Todo ello implicaba el riesgo de que el bolchevismo siguiera expandiéndose en Occidente.17 Tras contactos previos entre Canaris y Roatta, la colaboración militar empezó a desarrollarse entre Alemania e Italia. Un coronel llamado Efisio Marras, posterior agregado militar en Berlín, fue en febrero para ver cómo podría realizarse. Le siguió una misión militar en mayo. Los resultados no fueron demasiado importantes, pero tenían la ventaja de existir. Mayor significación tuvo la visita de Valle a Berlín en junio. Se quedó profundamente impresionado por la evolución de la Luftwaffe y por los planes en preparación. No sintió el menor empacho en reconocer que, para 1938, el Tercer Reich dispondría de la fuerza aérea más importante de Europa.18 




			 




			ITALIA Y CIERTOS ESPAÑOLES 




			 




			El temor de Hitler y Mussolini a las turbulencias recibió respaldo, para el caso español, con las noticias enviadas por Orazio Pedrazzi, el embajador en Madrid, el 25 de mayo sobre los signos que preludiaban el intercambio de representantes diplomáticos mutuos entre España y Rusia. Demostraban, en su opinión, «la atención y la actividad de la Komintern y de la URSS». Ignoraba, o no quiso recordarlo, que era una cuestión pendiente desde hacía años. Pedrazzi no se privó de indicar algunos signos: visitas de barcos, actuación de la Asociación de Amigos de la URSS, regreso de exiliados desde esta última, viajes por ambos lados de «elementos extremistas», cálida recepción al periodista soviético Ilyá Ehrenburg, etc. Al final subrayó los esfuerzos realizados, bajo los auspicios moscovitas, por unificar todas las fuerzas proletarias, que ya habían registrado la unificación de las juventudes socialistas y comunistas. Menos mal que añadió que mayores obstáculos dificultaban la realización de estrechos acuerdos entre la UGT («socialista-comunistizante») y la CNT. 




			Sería, pues, imprudente reducir el peso del componente ideológico anticomunista pero que, por sí mismo, no puede explicar la sostenida aversión del Duce hacia la República española. En este ámbito hay que volver al odio al liberalismo, parlamentarismo y, en último término, al sistema democrático. Los conspiradores monárquicos, que compartían todos estos odios, siempre encontraron un terreno sumamente propicio en la Roma fascista. 




			Lo que antecede no quiere decir que no sea posible extraer elementos interesantes para la presente obra del primer y del segundo carril, aquellos en los que normalmente se concentra la atención de los historiadores. Para el caso italiano han sido exhaustivamente estudiados en sus relaciones con Francia, Alemania, el Reino Unido, la URSS y los países del Este europeo hacia los que se dirigió la codiciosa mirada del Duce. En el español, lo ha hecho Ismael Saz. Aquí seremos selectivos y complementaremos su interpretación. 




			En el primer carril dos cosas llaman la atención. Las representaciones diplomáticas y consulares españolas en Italia tenían instrucciones estrictas de seguir los pasos de Alfonso XIII y de sus allegados. Todas las cumplimentaron, pero, naturalmente, nunca pudieron saber por medios convencionales lo que uno y otros discutieron con los italianos, ya fuese en los círculos del Gobierno o con la Santa Sede. A veces se enteraban de cosas que no publicaban los medios de comunicación. En una dictadura con un control férreo de estos lo que salía era objeto de sesuda interpretación. Por ejemplo, el embajador ante la Santa Sede, Leandro Pita Romero, exministro de Marina y de Estado, informó en julio de 1935 que el exrey había tenido un accidente de automóvil sin graves consecuencias para él, pero el conde de los Andes sufrió una rotura de la clavícula por tres sitios. Aprovechando la circunstancia, comunicó a Madrid que Quiñones de León había dicho a un informante de la embajada que no veía la posibilidad del retorno de la Monarquía en España. Andes pensaba igual, lo mismo que otros miembros de la aristocracia española. 




			Naturalmente, restaurada la Monarquía tras 1975, las referencias de archivo a Alfonso XIII como más que posible conspirador contra la República no es fácil que sean rápidamente accesibles. Con todo, podemos ir algo más lejos para fortalecer tal tesis. En primer lugar, porque el exrey fue seguido, en su exilio italiano, por colaboradores de la POLPOL (la policía política de Mussolini). Se han conservado algunos de sus informes que tienen cierto interés. Otros se limitan a comentar andanzas personales y chismorreos de familia y abundan los que no nos parece que tengan gran significado. El primero de la categoría interesante data del 27 de noviembre de 1934. Su autor debió de ser alguien de alto rango, pues pudo hablar con el exrey, que hacía un viaje de incógnito a la base naval de La Spezia bajo el nombre de «conde de Toledo». No se indican los motivos. El informante habló con su secretario y luego con el exsoberano. El secretario no tuvo pelos en la lengua y le confió que los monárquicos volverían al poder mucho antes de lo que se esperaba y que, entre tanto, había aconsejado al exrey que se hiciera notar lo menos posible. 




			Alfonso XIII tampoco se excedió. Afirmó que sus fieles consejeros le habían comunicado que en España el terreno no estaba preparado todavía como resultado de la propaganda antimonárquica. Al pueblo se le decía que con la República era más libre y feliz. Sin embargo, la religión, que tanto había apoyado a la Corona, veía disminuir su importancia porque la Iglesia y la Monarquía, con cuyo apoyo contaba, habían perdido gran parte de su prestigio por la conducta moral del clero, algo que Su Santidad conocía sobradamente. El interlocutor del rey añadió que le extrañaba mucho que un pueblo tan religioso como el español se hubiera dejado convencer por la masonería. Alfonso XIII replicó que los masones se habían infiltrado entre el clero y que en las sacristías se hacía mucha propaganda en favor de la República [sic]. Finalizó afirmando que la España monárquica a la cual había servido la dinastía se habría salvado de haber contado con un hombre de Estado como Mussolini. Añadió que él era fascista y alzó su mano en el saludo romano.19 




			No podemos saber si la conversación discurrió como se relató a la POLPOL. De ella se desprende, cuando menos, que el exrey albergaba esperanzas de que no todo estuviese perdido, que echaba de menos a un hombre fuerte (¿en la vena del exdictador Miguel Primo de Rivera?) y que Mussolini era, ciertamente, un personaje a quien imitar, a quien seguir. En otra ocasión, el 23 de marzo del año 1935, al general jefe de la 2.ª División Orgánica, José Riquelme y López-Bago, se le informó de que Sanjurjo había desembarcado en Gibraltar, donde fue agasajado por algunos militares destinados en la zona, que fueron sancionados.20 No es verosímil que Sanjurjo quisiera pasar unos días de vacaciones en el Peñón.21 




			Ahora hemos de dar un salto hasta 1936. En febrero, Sanjurjo hizo un sonado viaje a Berlín, acompañado del exagregado militar en la capital alemana, el teniente coronel Juan Beigbeder, para ver la posibilidad de recabar armamento de cara a la futura sublevación. Todo indica que volvieron con las manos vacías, pero lo importante no es esta constatación, que ya hicimos y demostramos en 1974. Lo importante es que el viaje —del que informó nada menos que Pravda— no permaneció secreto. Gracias a Fernando del Rey ha podido saberse que, el 10 de marzo, el coronel carlista Ricardo Serrador escribió a Sanjurjo una carta en la que le decía que no se la enviaba a Berlín porque pensaba que ya no le llegaría a tiempo. Iría a verle más tarde a Estoril para cambiar impresiones. En aquellos momentos Serrador estaba destinado en la guarnición de Valladolid y preparaba la sublevación. Como tantos otros militares había participado en la Sanjurjada, había sido deportado a Villa Cisneros, se había evadido y se había beneficiado de la amnistía decretada por el gobierno Lerroux en 1934 (la misma a la que se acogió también Calvo Sotelo). Que yo sepa, es la primera indicación —fuera de la noticia de Pravda— de que tan mitificado viaje se recoge en un documento de época.22 Esto significa que, en algún segmento de los círculos de los conspiradores, incluso los carlistas, se conoció el desplazamiento de Sanjurjo. Nos preguntamos con qué pasaporte viajaría. ¿El español? De no ser así, lo más verosímil es que utilizara uno portugués. En cualquier caso, sería sorprendente que en Montecarlo, bien en la reunión o al margen de ella, no se mencionaran las conexiones internacionales que buscaban los conspiradores monárquicos y carlistas. 




			Ahora bien, todo lo que se sabe de aquella misión a Berlín puede verse trastocado completamente de ser ciertos los datos contenidos en una carta dirigida a Sanjurjo por un amigo suyo, el periodista y exdirector del Diario de Zaragoza, Alfonso de Sola (necrológica en ABC, 30 de enero de 1945). Fue escrita el 16 de marzo de 1936. En ella decía que sabía de su viaje a Alemania, que lo había seguido por La Estampa y de que se había entrevistado con Hitler en Garmisch-Partenkirchen. El problema es que dicho viaje no se menciona en el conocido semanario gráfico y que los Juegos Olímpicos de invierno tuvieron lugar entre el 6 y el 12 de febrero. No hay la menor constancia de un encuentro con Hitler, algo que hubiera sido impensable. Otro conocido de Sanjurjo, Manuel Penella de Silva, le escribió una carta desde Mannheim, llena de admiración por la nueva Alemania, esperando que el viaje le hubiera encantado. Sanjurjo se había visto con él en esta última ciudad y Penella lamentó que no hubiera podido ser testigo de la alegría desbordante que se había apoderado de sus habitantes tras la remilitarización de Renania.23 Como es sabido, esta tuvo lugar el 7 de marzo de 1936. 




			Sigamos con Alfonso XIII. El 7 de febrero de 1936, poco antes de las elecciones en España, habló con toda franqueza con el embajador británico en Roma, sir Eric Drummond, exsecretario general de la SdN y uno de los pesos pesados de la diplomacia de su país. El exrey le dijo espontáneamente que tenía muy malas noticias. Estaba convencido de que iba a producirse una segunda revolución (es decir, aparte de la que le había echado de España). Estaba convencido del triunfo de las derechas, pero la izquierda, «en particular los comunistas», que se daban cuenta de ello, o bien acudiría a la violencia o intimidaría a los votantes de tal forma que el Gobierno podría declararlas inválidas. Es más, probablemente se produciría tanto un levantamiento comunista como un golpe. Drummond le preguntó por la importancia del movimiento comunista. Unos 300.000 desesperados, fue la respuesta, «bien organizados y armados y con muchos fondos a su disposición».24 No cabe duda de que el exrey o estaba en la inopia o, lo que es más probable, quisiera aprovechar la ocasión (siempre calva) para contribuir a la intoxicación que sus partidarios —y la CEDA— practicaban con los diplomáticos británicos en Madrid. 




			Continuando, probablemente, en su papel de zascandil y «coconspirador», el 6 de abril se informó a la POLPOL de que en Montecarlo, donde se encontraba en aquel momento el exrey, había tenido lugar una importante conferencia de carácter monárquico que había presidido el ilustre exiliado. Entre otros, habían asistido Quiñones de León, los generales Barrera y Sanjurjo (Sajuyo en el original), el duque de Santo Mauro, el duque de Maura, el conde de los Andes y otros. Según se dijo a la POLPOL, se adoptaron importantes acuerdos de naturaleza política y se recaudó una considerable suma destinada a financiar la propaganda monárquica. A Alfonso XIII se le esperaba en Roma con urgencia. Por desgracia, el informante no pudo obtener más datos, pero dada la fecha de la reunión podemos pensar que no fue nada inocente. Que Sanjurjo viajase fuera de Portugal no tiene nada de extraordinario. 




			Es muy de destacar que, también a medida que se aproximaba el momento de la sublevación, el exsoberano no cesó en sus viajes. A la POLPOL le llegaron informaciones el 27 de mayo de que Alfonso XIII partió para París para entrevistarse con personalidades inglesas muy importantes, en reuniones preparadas por Quiñones de León. La información nos hace pensar que no serían reuniones inocentes. Había previsto permanecer en Francia hasta dos semanas. Más tarde, ya muy cerca del momento de la sublevación, viajó a Londres. Bolín dejó constancia de ello en sus memorias. 




			¿Y qué se sabía en Madrid? Pita Romero a veces comentaba asuntos referidos a las relaciones hispano-italianas. A principios de 1935 había indicado que tenía informaciones de que el exrey creía que sería casi imposible la restauración de la Monarquía. Con ocasión de una visita de partidarios del mismo Luca de Tena, pronunció un discurso de tonos apagados que no correspondió a las expectativas del exrey. Al parecer replicó que «si vosotros seguís siendo los mismos, yo soy también el mismo». Modo condicional y pasivo de ofrecerse a sus correligionarios, anotó el embajador. No dejó de añadir que contrastaba con los «modos nuevos de instauración de Calvo Sotelo, Goicoechea, Sánchez Mazas [...] personajes todos partidarios del Estado totalitario (a cuyas afinidades externas con las formas políticas italianas quizá fíen esperanzas de simpatía o ayuda)».25 




			Es decir, había destellos, sospechas, pero ninguna prueba documental. Los monárquicos, los carlistas y los falangistas se apañaron para correr un velo sobre sus peticiones de apoyo, primero con dinero y luego con armas, al fascismo italiano. Como España no tenía contenciosos políticos o militares obvios con el régimen fascista, el análisis carecía de la «punta» y agudeza que se observa en el caso de otros países, Alemania, Francia, el Reino Unido o Suiza. Por lo demás, en su labor diplomática habitual los españoles encontraron todo tipo de atenciones formales por parte de las autoridades italianas. Al menos, no he hallado ejemplos de quejas. Esto quiere decir que el Estado italiano guardó las formas. Más adelante se darán ejemplos. 




			En el tercer carril la embajada se suscribió, como tantas otras, al servicio informativo de la Agencia Stefani (agencia oficial precursora de lo que fue la EFE en la España de Franco). Lo hizo tarde. Fue a resultas de una sugerencia del nuevo embajador ante el Quirinal, Justo Gómez Ocerín (conocedor del seguimiento de los manejos monárquicos en Francia).26 En el primer año, 1935 (muy importante a consecuencia de la invasión de Abisinia o Etiopía), importaba 12.000 liras, pagables trimestralmente. Crear y mantener esta relación era indispensable. No solo por razones de información, sino porque con frecuencia sobre España aparecían noticias en la prensa italiana (en particular cuando se producían sucesos alarmantes) que desfiguraban o exageraban cuando no albergaban fines tendenciosos. La embajada procuraba rectificar escribiendo a los directores de los periódicos, que generalmente escuchaban sus ruegos, pero a veces con gran tibieza. Cuando la rectificación aparecía, las noticias difundidas ya habían surtido sus malos efectos en la opinión pública y eran difíciles de contrarrestar. Añádase a ello que en la Italia de Mussolini los desmentidos o enmiendas oficiales solían acogerse por el público «con maliciosa reserva e incredulidad». La agencia Stefani tenía organizado muy bien sus servicios: las noticias que recogía se transmitían a la Oficina de Prensa y Propaganda del Gobierno, que las expurgaba y devolvía. Cumplido este trámite, la agencia las comunicaba a sus suscriptores con toda urgencia. Después pasaban a los diarios.27 La idea fue aprobada en Madrid, no sin retrasos. Innecesario es decir que el corresponsal de la Stefani en España, miembro eminente del partido fascista, no encontraba tal tipo de dificultades. 




			 




			UN GRAN ACONTECIMIENTO MONÁRQUICO 




			 




			Para evitar un análisis engorroso de la información política que la embajada ante el Quirinal transmitía a Madrid nos ceñiremos al ejemplo más importante relacionado con la gran concentración monárquica en Roma en el otoño de 1935. Se justifica porque sirvió de pantalla para un crucial encuentro entre Antonio Goicoechea y el Duce, y en el que el primero planteó con toda crudeza que si en España llegaban al poder las izquierdas tras ganar unas nuevas elecciones, ellos, demócratas, se sublevarían, y a su lado los conspiradores militares.28 




			Algunos de los informes de Pita Romero arrojan luz sobre la cordialidad de las relaciones con las autoridades romanas y, obviamente, también con las de la Santa Sede.29 Los más importantes se concentran en la boda del infante Juan de Borbón, el 12 de octubre de aquel año. Ya el 7 de julio Pita había recordado al Ministerio de Estado que había trabajado para evitar que la boda se hiciera en la basílica de Santa María la Mayor, como deseaba el exrey. El embajador se opuso, y consiguió, con la complicidad de la curia vaticana, que probablemente fuera en la famosa iglesia del Gesù, de los jesuitas. No era un tema menor, sino que, en aquellos momentos, tenía importantes implicaciones políticas que no son del caso examinar. Podríamos afirmar que se trataba de un gesto de conciliación hacia la Compañía, que había sido expulsada del territorio nacional por la República tras su oposición a las reformas laicistas del nuevo régimen. El 28 de septiembre, con Lerroux de nuevo ministro de Estado (un saltimbanqui que pasaba de cargo a cargo sin solución de continuidad), Pita le informó de que se congregarían en Roma importantes elementos monárquicos. Era preciso evitar que las autoridades italianas prestaran la debida atención a las verosímiles manifestaciones de repulsa hacia la República (como ya había ocurrido en alguna ocasión anterior). El propio Pita así se lo había manifestado a su colega, el embajador italiano en Madrid, y a su consejero político. 




			Para entonces ya se sabía que la boda se celebraría en la iglesia de Santa María de los Ángeles, que el conde de los Andes había visitado al cardenal Pacelli (secretario de Estado y posterior Pío XII), que la reina Victoria Eugenia (que tenía grandes desavenencias con su esposo) no acudiría y que la presencia de exaltados monárquicos sería masiva. La iglesia estaba muy próxima al Grand Hotel, residencia habitual del exrey. Detalle significativo: en las invitaciones la todavía novia no aparecía como infanta sino como princesa. 




			El inspector de policía adscrito a la embajada informó el 8 de octubre de que el Gobierno italiano había hecho saber al exrey sus deseos de que recomendase y advirtiera a los españoles que acudiesen que se abstuvieran de exhibir lazos, banderas u otros emblemas monárquicos y también de dar gritos, promover reuniones o manifestaciones antirrepublicanos. El sentimiento que reinaba respecto a la restauración de la Monarquía no parecía haber cambiado y se le había hecho saber al exsoberano. Sí había esperanzas de mejorar la representación parlamentaria en unas futuras elecciones, para lo cual era preciso intensificar la propaganda. 




			La víspera de la boda, el embajador Gómez Ocerín, recién llegado a su nuevo puesto, se enteró tardíamente de que se había colocado una corona con un gran lazo y los colores de la bandera monárquica ante la estatua del emperador Trajano (a unos pasos de donde hoy está situada la Escuela Española de Historia y Arqueología). Inmediatamente se presentó en la DGS italiana con el fin de que la retiraran lo antes posible. Se le dijo que no habían tenido conocimiento del hecho y que de forma inmediata se cursaban las órdenes oportunas.30 




			El día del éxtasis monárquico el habitual inspector de policía informó a Pita Romero de que había surgido un incidente entre el exrey y el partido Renovación Española. En el banquete ofrecido por los españoles a don Alfonso iban a hablar Goiecoechea y Calvo Sotelo. Los elementos de la CEDA presentes llevaron al ánimo del exrey que Renovación jamás podría restablecer la Monarquía porque no contaba con la fuerza suficiente. En lugar de los eminentes conspiradores quien iba a dar el discurso de rigor sería José María Pemán. Al banquete acudieron millares de personas. El ABC calló todo el trasfondo. No trascendió, pues, que las celebraciones se vieron deslucidas porque el papa Pío XII se negó a recibir a Alfonso XIII, a pesar de todos sus ruegos. También había hecho saber su oposición a que en la ceremonia pronunciara el cardenal Segura (exiliado en Roma) la plática de rigor. En su lugar, hubo de saltar el arzobispo de Florencia. 




			Un detalle extremadamente importante: el inspector de policía se enteró de que Mussolini recibió en audiencia privada a Goicoechea. Esto debiera haber llamado la atención en Madrid. Conociendo los preparativos diplomáticos habituales para evitar cualquier llamada de atención por parte italiana, que el jefe del Gobierno fascista y ministro múltiple recibiera a escondidas al jefe nominal de Renovación Española era realmente extraordinario. Pero si alguien sospechó, no consta en ningún papel de los que he visto. En el Ministerio de Estado quizá no sorprendiera demasiado (el titular era Lerroux), pero no podía ser lo mismo en Gobernación, adonde iban a parar los informes del policía adscrito a la embajada y en donde, como veremos ulteriormente, había funcionarios que seguían con cierto detalle el desarrollo de la conspiración monárquica española. 




			El lector no debe ignorar que los italianos daban una de cal y otra de arena. Los visitantes también depositaron una gran corona de flores ante la tumba del soldado desconocido, pero adornada con los colores nacionales italianos. Llevaba una inscripción que no contenía alusión alguna a ideas ni sentimientos políticos. Hacia el exterior, pues, se guardaron las formas. De puertas adentro, Mussolini quedó enterado de los preparativos que los monárquicos realizaban de cara a una eventual sublevación y, aunque no tenemos constancia de ello, probablemente aceptó la petición de Goicoechea de engrasar el rodaje con una buena lluvia de dinero. Es más, el 20 de noviembre el conspirador volvió a Roma. La embajada ante el Quirinal se enteró, pero según referencias era para tratar problemas dinásticos y la reorganización del partido con el exrey.31 Nada impide que también rematara cualquier fleco que hubiese quedado de su conversación con Mussolini. Por lo demás, ¿hubiera sido pensable que Goicoechea, que actuaba en Italia bajo la dirección de Calvo Sotelo, no hubiera dicho nada de su encuentro con el Duce al marqués de Luca de Tena (director y propietario de ABC), al conde de los Andes, a Pedro Sainz Rodríguez, que no tardaría en demostrar su valía como correveidile monárquico en los pasillos del poder romanos? 




			 




			Y PRIMO DE RIVERA, ¿QUÉ? 




			 




			El descubrimiento de los contactos personales entre Goicoechea y Mussolini en 1935 nos lleva a resituar y reinterpretar un aspecto muy conocido, pero que no figuró con el relieve que merece en mi libro precedente. Se trata de la financiación fascista de Falange que dio comienzo en dicho año. Así, 1935 se convierte en el gozne fundamental para determinar la intensificación de la solapada intromisión del régimen fascista en la evolución política española. 




			Ya en 1974 demostré documentalmente que desde junio de 1935 a enero de 1936 los fascistas asignaron una subvención mensual de 50.000 liras a José Antonio Primo de Rivera. Se hizo a través del agregado de prensa de la embajada en París, Amedeo Landini, por lo que es imposible que no fuera conocida de Ciano, desde finales de l934 subsecretario (y posterior ministro) de Prensa y Propaganda. A partir de febrero de 1936 se limitó a 25.000 liras, pero la reducción, a lo que parece, no tuvo efecto. Bien es verdad que el destinatario ya no cobró las asignaciones. Esta subvención ha de situarse en un esfuerzo, del que no tengo demasiada información, por parte de las autoridades fascistas por influir en la evolución política de, ante todo, Francia, pero secundariamente también en España. Es decir, las «dos hermanas latinas» que destacarían en los planes a largo plazo mussolinianos. 




			De aquí que los receptores principales fueran tres. El primero, un periodista italiano asentado en Francia, Mirko Giobbe. El segundo, un excombatiente multicondecorado, reaccionario y desde 1933 abiertamente fascista, Marcel Bucard. Se trataba del fundador del Mouvement Franciste, un partido político que los donantes italianos quizá metieran en el mismo cubo que Falange. En efecto, el tercer agraciado por las dádivas fue Primo de Rivera. Así, pues, creo que sería un error considerar aisladamente este caso. Con todo, no sería útil entrar a valorar las diferencias entre el Mouvement Franciste y Falange. El primero se autodeclaró abiertamente fascista y poco a poco fue aproximándose a la Italia mussoliniana. Colaboracionista de pro en la Francia ocupada, su jefe compartió con Primo de Rivera un mismo destino. Fue fusilado tras la liberación. Con todo, el movimiento de Bucard no llegó jamás a la altura (si se me permite utilizar este vocablo) de los grandes colaboracionistas como el Parti populaire français (de Jacques Doriot) o el Rassemblement National Populaire (de Marcel Déat).32 




			No sabemos si estos últimos también recibieron ayudas de Roma. En lo que a Primo de Rivera se refiere, debía desplazarse a París para retirar la subvención. El porqué no es evidente, ya que los servicios italianos podrían servírsela, por así decir, a domicilio. ¿No se quiso introducir en el sistema a la embajada en Madrid? Lo cierto es que se conserva alguna carta de Landini a su jefe inmediato en Roma, Celso Luciano, jefe del Gabinete de Ciano, en la que se hizo eco de que todavía no había ido a verle. 




			Landini enviaba periódicamente los recibos firmados por los agraciados. Es perfectamente posible que Primo de Rivera solo recogiera alguna mensualidad. O que las cartas de Landini contuvieran lagunas. Ismael Saz, trabajando en los documentos del ulterior Ministerio de Cultura Popular, encontró una carta de su nuevo titular, Dino Alfieri, a Arturo Bocchini, jefe de la Policía fascista, en la que le comunicaba, el 16 de noviembre de 1936, que el líder falangista no había cobrado cinco transferencias que se le habían hecho tras el 1.º de febrero por importe de 250.000 liras, lo cual muestra que, por razones inexplicadas, la anunciada reducción no se llevó a efecto. El que no se cobrase la subvención puede explicarse por otros factores: la evolución española con el crecimiento del pistolerismo falangista financiado por fuentes monárquicas y propias o el posterior ingreso de Primo de Rivera en prisión. Tampoco extraña que se adhiriese con entusiasmo a la carta que en junio Goicoechea y Calvo Sotelo escribieron a Mussolini pidiéndole fondos para la sublevación.33 




			En cualquier caso, no cabe examinar exclusivamente desde el punto de vista hispano, como ha solido hacerse en la literatura, la significación de este sórdido y conocido episodio. Debe hacerse también desde el de los donantes. En esta perspectiva, la subvención implica una interacción entre las altas instancias del régimen y la Subsecretaría que llevaba Ciano. Esta interacción no está todavía esclarecida con documentos de época. También es posible que el Ministerio de Relaciones Exteriores quedara al margen, pero, si tal fue el caso, los contactos políticos y burocráticos entre Roma y Primo de Rivera es difícil que dejaran de lado la secretaría particular del Duce. 




			Tampoco cabe obviar que fue en aquel año crucial de 1935 cuando se constituyó el capítulo español de los CAUR (Comités de Acción para la Universalidad de Roma), uno de los mecanismos de difusión del credo fascista en el exterior, como resultado de los contactos con Falange. No en vano el escritor falangista Giménez Caballero había asistido a su primera conferencia mundial que se celebró en diciembre de 1934 en Suiza, en la ciudad de Montreux. En ella se había codeado con representantes de la Guardia de Hierro rumana, los futuros quislings (algo más que colaboracionistas) noruegos, Bucard y otros distinguidos fascistas o parafascistas europeos y latinoamericanos. En Madrid se constituyó una sección cuyo secretario general fue el propio Giménez Caballero, en tanto que por parte italiana figuró el periodista Cesare A. Gullino, el corresponsal de la Agencia Stefani. 




			Esta sección contribuyó a mantener la oposición de una parte de la derecha española a las sanciones de la Sociedad de Naciones contra Italia.34 Otra cosa es que Falange participara activamente en los ambiciosos planes mussolinianos. Estos no tardaron en venirse abajo ante las dificultades implícitas en un movimiento que nunca llegó a tener una articulación organizada en la que confluyeran tantos países y culturas diferentes. Por lo demás, la evolución política española tras las elecciones de febrero de 1936 dificultó cualquier tentativa de irradiación internacional. 




			Lo que antecede implica que en el crucial año de 1935 Mussolini jugó tanto la carta de los monárquicos como la de los falangistas, aunque siempre más intensamente en favor de los primeros. La desproporción puede advertirse en los volúmenes comparados de las ayudas respectivas. Mientras Goicoechea habló en octubre de un millón y medio de pesetas, las 30.000 mensuales que, a lo sumo, se asignaron a Falange, y que a los seis meses quisieron reducir a la mitad, representan una gota de agua. Quizá no sea exagerado establecer la proposición de que ello traduciría el interés muy superior que los conspiradores españoles con mayores posibilidades, auxiliados como estaban por la UME, despertaban en las altas instancias del régimen fascista frente a la sobrevaluada Falange.35 




			Es preciso romper, pues, una lanza a favor de la diplomacia española, a la que, como veremos, algún testimonio socialista criticó con dureza. Los embajadores y sus equipos seguían con atención aquellos episodios en que se manifestaran de manera externa los apoyos políticos e intelectuales a los monárquicos. No eran tontos. Quizá no hubieran tenido suficientemente en cuenta las advertencias que el primero de ellos, tras el advenimiento de la República, había hecho en un despacho de lectura obligada. Nos referimos al republicano militante, periodista y escritor Gabriel Alomar.36 Escrito a manera de despedida, el 30 de mayo de 1934, identificó el «odio» de la Santa Sede a la República como autora de la «emancipación laica de España», pero igualmente la aversión —correcta— del «Estado fascista a un régimen que puede crear en Europa un nuevo núcleo de irradiación para los países liberales y democráticos», aparte del «recelo de una posible aliada de Francia en el azar de una guerra futura».37 




			Alomar sabía de lo que hablaba. También informó a Madrid de la llegada de Primo de Rivera y dio algunos detalles. Lo hizo el 23 de octubre de 1933. Había ido, con Rafael Sánchez Mazas, a fin de estudiar la organización del partido y del régimen fascista italianos. Según las informaciones que había obtenido, la embajada encontró toda clase de facilidades. No se hizo público, pero el embajador se enteró de que Mussolini le había concedido audiencia y explicó su significado. No era nueva la simpatía con que las esferas oficiales acogían a todos los movimientos de opinión extranjeros que se apoyasen en los principios fundamentales del régimen, por creer que revelaban los contornos del pronóstico del Duce acerca de una futura «Europa fascista». Sin embargo, Alomar contrastó esta simpatía con las declaraciones que Mussolini había hecho en uno de sus últimos artículos («Italia y Rusia»), en el que afirmó que la estructura característica del régimen interno de cada país no debía influir esencialmente en las directrices de la política internacional. En ellas sostenía el principio de que el Gobierno fascista debía permanecer neutral en lo que se refería al régimen, fuera el que fuese, de los demás países. En la práctica, obviamente, sucedía lo contrario.38 




			En una palabra, el Ministerio de Estado seguía los altibajos de la política exterior italiana y sus relaciones con España. La conexión oficial entre los dos países mediterráneos no había pasado por excesivos traumatismos, pero, dejando de lado la exaltación republicana de Alomar, la querencia española en favor de la neutralidad y su adhesión a los principios del convenio de la Sociedad de Naciones, unidas al sempiterno temor italiano de que España pudiera hacer causa común con Francia, había tenido a los diplomáticos españoles suficientemente ocupados. 




			Por lo demás, ahí está el testimonio del comandante de Aviación Hidalgo de Cisneros. En sus memorias, dedicó palabras de elogio hacia su contacto en el Ministerio de Aeronáutica, el coronel Ulisse Longo, jefe de la sección que se ocupaba de los agregados aéreos extranjeros. Afirma que se conocían, y no lo dudo en absoluto, de la época en que Longo había sido profesor de vuelo en la aeronáutica naval de Barcelona en los años veinte.39 Sin embargo, nunca llegó a sospechar que había sido uno de los primeros canales utilizados por los conspiradores monárquicos para entrar en contacto con el ministro del ramo, el mariscal Italo Balbo. Tampoco que había sido uno de los custodios de una copia del acuerdo secreto de este último, junto a Mussolini, con tales caballeros. Es decir, hay que relativizar sus recuerdos. Los fascistas, militares o diplomáticos, eran tan capaces como los españoles de guardar un secreto cuando les convenía. 




			Así, pues, si los diplomáticos españoles, mucho más experimentados que Hidalgo de Cisneros, que llegó a Roma hacia abril de 1933 y cesó en julio de 1935, consiguieron extraer inferencias operativas contra la República que elevar a la atención del Palacio de Santa Cruz, no las he encontrado. Por otra parte, no eran imprescindibles. Tan pronto subió la tensión entre Italia y algunos países europeos por los amagos del Duce con relación a Abisinia, desde Madrid se puso en marcha un modesto dispositivo de preparación para una emergencia. A él nos referiremos más adelante. 




			Por último, es preciso señalar que la vigilancia de los manejos monárquicos en el exterior no se limitó a Francia e Italia. No nos ocupamos aquí del ejercido de cara a los países latinoamericanos donde radicaban importantes colonias españolas. Requeriría un capítulo aparte y no aportaría nada al objeto de este libro. Por el contrario, sí merece una breve mención el caso belga, siquiera porque a la embajada en Bruselas también se había destinado a un policía. Ya estaba en puesto antes de la Sanjurjada. Tras el fracaso de esta, siguió los pasos de uno de los comprometidos, el marqués de Foronda,40 pero no pudo descubrir nada que lo comprometiera. 
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